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Organizaciones firmantes:
Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos A.C.; Disability Rights International; Documenta Análisis y Acción para la Justicia Social A.C.; Instituto Mexicano de Derechos Humanos y Democracia A.C.; Academia Hidalguense de Derechos Humanos A.C.; Aspane Nueva Era, A.C.; Centro de Educación y Rehabilitación para Personas con Parálisis Cerebral A.C. (CIRIAC); Centro de Rehabilitación Integral de Zimapan A.C.; Centro de Rehabilitación Multidisciplinara para Personas con Discapacidad Tizayuca A.C.; Centro de Rehabilitación para Adultos y Niños Especiales A.C.; Centro de Servicios Municipales Heriberto Jara A.C.; Centro Internacional de Investigación Pro Derechos Humanos y Desarrollo Inclusivo A.C.; Ciegos Fundación Hidalguense A.C.; CIMTRA Ciudadanos por Municipios Transparentes A.C.; Club Arcoiris Tiempos de Convivir A.C.; Colectivo Chuhcan A.C.;; Derribando Barreras A.C.; Derribando barreras por un mundo incluyente A.C.; Discapacitados Tulancingo A.C.; Escuela para Niñas Ciegas de Guadalajara A.C.; Espiral Siglo XXI A.C.; Formación y Habilitación Down´s A.C.; Fundación Arturo Herrera Cabañas A.C.; Fundación La Aurora de un Nuevo Ser A.C.; Fundacion Yuian para todos, A.C.; Grupo Valentín Haüy A.C.;; Juntos por los Demás A.C.; La Voz de la Mujer Hidalguense A.C.; Los Niños Iluminan un Cielo A.C.; Misericordia a personas con capacidades diferentes A.C.; Nexos y Soluciones A.C.; Promotores en Desarrollo Competitivo A.C.; Psicología y Derechos Humanos A.C.; Red Hidalguense de Organizaciones de la Sociedad Civil A.C.; Red Michoacana para la Atención y Prevención de las Discapacidades I.A.P.; Red Nacional de Organismos Civiles de Derechos Humanos "Todos los Derechos para Todas y Todos" conformada por 75 organizaciones: Agenda LGBT, Asistencia Legal por los Derechos Humanos, A.C. (Distrito Federal); Asociación Jalisciense de Apoyo a los Grupos Indígenas, A.C. (Guadalajara, Jal.); Asociación para la Defensa de los Derechos Ciudadanos "Miguel Hidalgo", A.C. (Jacala, Hgo.); Casa del Migrante de Saltillo (Saltillo, Coahuila); Católicas por el Derecho a Decidir, A.C. (Distrito Federal); Centro “Fray Julián Garcés” Derechos Humanos y Desarrollo Local, A. C. (Tlaxcala, Tlax.); Centro de Apoyo al Trabajador, A.C. (Puebla, Pue.); Centro de Derechos Humanos "Fray Bartolomé de Las Casas", A. C. (San Cristóbal de Las Casas, Chis) ; Centro de Derechos Humanos "Fray Francisco de Vitoria O.P.", A. C. (CDHFV) (Distrito Federal); Centro de Derechos Humanos "Miguel Agustín Pro Juárez", A. C. (PRODH) (Distrito Federal); Centro de Derechos Humanos “Don Sergio” (Jiutepec, Mor.); Centro de Derechos Humanos “Fray Matías de Córdova”. A.C. (Tapachula, Chis); Centro de Derechos Humanos de la Montaña, Tlachinollan, A. C. (Tlapa, Gro.); Centro de Derechos Humanos de las Mujeres (Chihuahua), Centro de Derechos Humanos, “Juan Gerardi” , A. C. (Torreón, Coah.); Centro de Derechos Humanos Ñu’u Ji Kandií, A. C. (Tlaxiaco, Oax.); Centro de Derechos Humanos Paso del Norte (Cd. Juárez), Centro de Derechos Humanos Solidaridad Popular, A.C. (Monterrey, N.L.); Centro de Derechos Humanos Tepeyac del Istmo de Tehuantepec, A. C. (Tehuantepec, Oax); Centro de Derechos Humanos Victoria Diez, A.C. (León, Gto.); Centro de Derechos Indígenas “Flor y Canto”, A. C. (Oaxaca, Oax.); Centro de Derechos Humanos Toaltepeyolo (Tlilapan, Veracruz); Centro de Derechos Indígenas A. C. (Bachajón, Chis.); Centro de los Derechos del Migrante (Zac. Zacatecas); Centro de Estudios Fronterizos y Promoción de los Derechos Humanos, A. C. (Reynosa, Tamps.); Centro de Justicia para la Paz y el Desarrollo, A. C. (CEPAD) (Guadalajara, Jal.); Centro Mexicano de Derecho Ambiental (CEMDA) (Distrito Federal); Centro de Reflexión y Acción Laboral (CEREAL-DF) (Distrito Federal); Centro de Reflexión y Acción Laboral (CEREAL-Guadalajara) (Guadalajara, Jal.); Centro Diocesano para los Derechos Humanos “Fray Juan de Larios”,A.C. (Saltillo, Coah.); Centro Juvenil Generando Dignidad (Comalcalco, Tabasco); Centro Hermanas Mirabal de Derechos Humanos (León, Gto.), Centro Mujeres (La Paz, BC.), Centro Regional de Defensa de DDHH José María Morelos y Pavón, A. C. (Chilapa, Gro.); Centro Regional de Derechos Humanos “Bartolomé Carrasco”, A. C. (Oaxaca, Oax.); Ciencia Social Alternativa, A.C. - KOOKAY (Mérida, Yuc.); Ciudadanía Lagunera por los Derechos Humanos, A. C. (CILADHAC) (Torreón, Coah.); Ciudadanos en Apoyo a los Derechos Humanos, A. C. (CADHAC) (Monterrey, NL); Colectivo Educación para la Paz y los Derechos Humanos, A.C. (CEPAZDH) (San Cristóbal de Las Casas, Chis.); Colectivo contra la Tortura y la Impunidad (Distrito Federal); Comité Cerezo (Distrito Federal); Comisión de Derechos Humanos "La Voz de los sin voz" (Coyuca de Benítez, Gro.); Comisión de Derechos Humanos y Laborales del Valle de Tehuacan, A.C. (Tehuacan, Pue.); Comisión de Solidaridad y Defensa de los Derechos Humanos, A. C. (Chihuahua, Chih.); Comisión Independiente de Derechos Humanos de Morelos, A. C. (CIDHMOR) (Cuernavaca, Mor.); Comisión Intercongregacional "Justicia, Paz y Vida" (Distrito Federal); Comisión Parroquial de Derechos Humanos “Martín de Tours”, A.C. (Texmelucan, Pue.); Comisión Regional de Derechos Humanos "Mahatma Gandhi", A. C. (Tuxtepec, Oax.); Comité de Defensa de las Libertades Indígenas (CDLI) (Palenque, Chis.); Comité de Derechos Humanos Ajusco (Distrito Federal); Comité de Derechos Humanos "Fr. Pedro Lorenzo de la Nada", A. C. (Ocosingo, Chis.); Comité de Derechos Humanos "Sembrador de la Esperanza". A. C. (Acapulco, Gro.); Comité de Derechos Humanos “Sierra Norte de Veracruz”, AC. (Huayacocotla, Ver.); Comité de Derechos Humanos de Colima, No gubernamental, A. C. (Colima, Col.); Comité de Derechos Humanos de Comalcalco, A. C. (CODEHUCO) (Comalcalco, Tab); Comité de Derechos Humanos de Tabasco, A. C. (CODEHUTAB) (Villahermosa, Tab); Comité de Derechos Humanos y Orientación Miguel Hidalgo, A. C. (Dolores Hidalgo, Gto.); Comité Sergio Méndez Arceo Pro Derechos Humanos de Tulancingo, Hgo AC (Tulancingo, Hgo.); Frente Cívico Sinaloense. Secretaría de Derechos Humanos. (Culiacán, Sin.); Indignación, A. C. Promoción y Defensa de los Derechos Humanos (Chablekal, comisaría del municipio de Mérida, Yuc.); Iniciativas para la Identidad y la Inclusión A.C. (Distrito Federal); Instituto Guerrerense de Derechos Humanos, A. C. (Chilpancingo, Gro.); Instituto Mexicano de Derechos Humanos y Democracia (Distrito Federal); Instituto Mexicano para el Desarrollo Comunitario, A. C. (IMDEC), (Guadalajara, Jal.); Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Occidente, - Programa Institucional de Derechos Humanos y Paz. (Guadalajara, Jal.); Oficina de Defensoría de los Derechos de la Infancia, A.C. (ODDI) (Distrito Federal); Programa de Derechos Humanos. Universidad Iberoamericana-Puebla (Puebla, Pue); Programa Universitario de Derechos Humanos. UIA –León (León, Gto.); Proyecto de Derechos Económicos, Sociales Y Culturales (PRODESC) (Distrito Federal); Promoción de los Derechos  Económicos, Sociales y Culturales (Estado de México); Respuesta Alternativa, A. C. Servicio de Derechos Humanos y Desarrollo Comunitario (San Luis Potosí, S.L.P.); Servicio, Paz y Justicia de Tabasco, A.C. (Villahermosa, Tab.); Servicio, Paz y Justicia, México (SERPAJ-México) (Comalcalco, Tab.); Servicios de Inclusión Integral, A.C. (Pachuca, Hidalgo); Taller Universitario de Derechos Humanos, A. C. (TUDH) (Distrito Federal); SEIIN Servicios de Inclusión Integral A.C.; TEMPLE, A.B.P, Instituto para la Promoción de las Personas con Discapacidad de Nuevo León.
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BREVE CONTEXTO HISTÓRICO
1. El tema de la discapacidad ha estado en situación de desventaja respecto a otros a lo largo de la historia, por lo que es hasta recientes fecha que recobra importancia. En los años setenta, la discapacidad se limitó a ser vista exclusivamente como un problema de salud, por lo que el Gobierno mexicano dirigió sus esfuerzos al desarrollo de políticas de corte asistencial, a través de la Secretaría de Salud y del Departamento de Educación Especial de la Secretaría de Educación Pública. Al mismo tiempo, se crearon sistemas como los Centros para la Rehabilitación y la Educación Especial (CREE) para la formación de médicos y profesionales en rehabilitación y especialistas en la educación especial para las personas con discapacidad (en adelante PCD).[footnoteRef:1]  [1:  Asatasshvill, Aleksi, et. al. “La Situación de México frente a los Compromisos Internacionales”, en Panorama Actual de los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad, CNDH, México 2003, p.83.] 


2. En los años ochenta el gobierno transfirió los servicios no relacionados a la rehabilitación al Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (SN-DIF). En 1995 se aprobó la Ley de las Personas con Discapacidad del Distrito Federal, instrumento que abrió las puertas para que en otros estados de la República se discutiera y aprobara una legislación similar. En este marco de evolución en materia de discapacidad en México, el Senado de la República y el Ejecutivo federal ratificaron el Convenio 159 de la Organización Internacional del Trabajo sobre la Readaptación Profesional y el Empleo para Personas Inválidas de 1983, y la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad del 22 de noviembre de 1999.

3. Por otro lado, en fechas más recientes y con el objeto de cumplir con los compromisos adquiridos con la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad (en adelante la Convención o CDPD), el Estado mexicano aprobó y publicó el 31 de mayo de 2011 la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad (en adelante Ley General), instrumento que sustituye a la Ley General de las Personas con Discapacidad. 

4. Aunado a lo anterior, en materia legislativa sobre los derechos de las PCD, existe un reto aún mayor que se presenta a nivel nacional, el cual consiste en la falta de conocimiento e instrumentación en materia de inclusión social de este grupo de la población. La atención de la discapacidad como un dilema ético, sociocultural, político, económico y en última instancia de salud es un ejercicio teórico-práctico relativamente innovador y también la piedra angular en la producción de políticas públicas que garanticen los cambios que las PCD requieren.

ARMONIZACIÓN LEGISLATIVA
5. Los tratados internacionales de derechos humanos se encuentran regidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (Constitución). Con base en lo dispuesto en los artículos 1 y 133 constitucionales, los acuerdos y tratados internacionales firmados y ratificados por México son parte de nuestro cuerpo normativo y se encuentran situados por arriba de la legislación federal y local. En esta lógica, los tratados internacionales de derechos humanos, al ser derecho interno y generar obligaciones al Estado mexicano hacen necesaria la armonización de las leyes federales y locales con los estándares y obligaciones derivados de dichos tratados internacionales. 

6. Lo anterior se refuerza con la reforma constitucional en materia de derechos humanos publicada el 9 de junio de 2011, la cual representa un avance sustantivo en el proceso de armonización del marco normativo nacional con los estándares internacionales de los derechos humanos. Esta reforma implica un cambio paulatino hacia una cultura de derechos humanos en México y exige la implementación de políticas públicas de largo alcance y el rediseño institucional de las instancias de gobierno competentes. No obstante, la reforma se enfrenta al reto de ser realmente implementada, a través de la creación y diseño de leyes y políticas públicas que permitan revertir el contexto de impunidad y de discriminación en contra de grupos en situación de vulnerabilidad, considerando en ese proceso de incidencia a la sociedad civil. 

7. Aunque nuestro país cuenta con una serie de leyes de orden federal que incursionan en los ámbitos de servicios, no discriminación, respeto a los derechos humanos, asistencia social, salud, entre otros, el Estado mexicano aún no ha atendido la armonización legislativa en los términos que sugiere la CDPD. Prueba de ello son las observaciones al marco normativo, así como los obstáculos y prácticas discriminatorias a los que se enfrentan las PCD, lo cual será abordado a lo largo de este informe.

8. El 31 de mayo de 2011 fue aprobada por el Congreso Federal la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad. En teoría, según el artículo 1, sus disposiciones tendrían por objeto establecer las bases para la plena inclusión de las PCD, es decir, este artículo normativiza la obligación de armonizar la legislación. Sin embargo, en el proceso para su elaboración, contraviniendo la CDPD, ni las organizaciones de la sociedad civil, ni mucho menos las PCD fueron incluidas. Se considera que los estándares establecidos en la nueva Ley General son incompatibles con aquéllos consagrados en la propia Convención.[footnoteRef:2]   [2:  Estas preocupaciones fueron expresadas en un pronunciamiento público firmado por organizaciones civiles el 9 de marzo de 2011. ANEXO 1.] 


9. Ninguna de las leyes estatales existentes en materia de discapacidad son acordes al contenido de la Convención. Incluso 2 entidades federativas aún carecen de legislación en la materia.[footnoteRef:3] Cabe destacar que aunque existen leyes específicas en los estados, éstas adolecen de reglamentos que las vuelvan operativas, y en casos más graves, de existir estos instrumentos, no promueven de ninguna manera la inclusión social. [3:  Baja California Sur y el Estado de México aún no cuentan con una ley en materia de discapacidad.] 


10. De 31 entidades y el Distrito Federal, sólo 18 refieren específicamente en sus constituciones a las PCD; únicamente cinco estados tienen reglamento de aplicación de la ley específica en materia de discapacidad; de 264 leyes federales, sólo 41 regulan aspectos que afectan a las PCD.

11. A pesar de los avances legislativos, éstos son insuficientes. Algunas leyes requieren de actualización, puesto que tienen un carácter enunciativo al no contemplar sanciones ante su incumplimiento o carecen de reglamentación expresa que permita su aplicación plena. A continuación se detallarán instrumentos federales que atienden la temática sobre discapacidad.

Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación
12. La Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación vigente desde junio de 2003 tiene como objeto la prevención y eliminación de todas las formas de discriminación, así como promover la igualdad de oportunidades y de trato. Esta ley define la discriminación y contempla como una de sus causales a la discapacidad.

13. En las acciones positivas y medidas compensatorias previstas para prevenir y erradicar la discriminación hacia las PCD no se contemplan aspectos fundamentales como los “ajustes razonables”, es decir, no incorpora medidas para la creación de modificaciones y ajustes necesarios para el acceso de las PCD a todos los derechos consagrados en la Convención, además de que al ser una ley federal sólo es vinculante para las autoridades federales. 

Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2007-2012
14. El PND vigente destaca desde sus objetivos nacionales el mejoramiento de las condiciones de vida de todos los mexicanos, abarcando por igual a personas en situación de vulnerabilidad. 

15. Las PCD son consideradas únicamente en las estrategias 17.1 y 17.6 del PND. Con respecto a la estrategia 17.1, relativa a fortalecer los proyectos de coinversión social entre el gobierno y las organizaciones de la sociedad civil enfocados a la atención de grupos vulnerables, no se garantiza el acceso a todos los derechos de las PCD debido a que estos programas tienen un enfoque mayoritariamente asistencial. 

16. Por su parte, la estrategia 17.6 se refiere al compromiso de realizar un censo de población con discapacidad. Cabe cuestionarse cuándo y cuáles serán los criterios metodológicos para lograr un censo que arroje cifras confiables. En México no se cuentan con datos reales. El último censo del año 2010 presenta inconsistencias y no constituye una fuente confiable de datos estadísticos.[footnoteRef:4] [4:  De acuerdo con datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), del Censo poblacional más reciente aplicado en 2010 resulta que las personas que tienen algún tipo de discapacidad son 5 millones 739 mil 270, lo que representa 5.1% de la población total, en http://cuentame.inegi.org.mx/poblacion/discapacidad.aspx?tema=P
] 


El Programa Nacional para el Desarrollo de las Personas con Discapacidad (PRONADDIS) 2009-2012 
17. El PRONADDIS es el documento rector de las políticas y estrategias de la Administración Pública Federal para contribuir a la inclusión social y a la igualdad de oportunidades de las PCD. Dicho programa se diseñó para dar cumplimiento al PND y a la Convención. 

18. Al igual que el PND, el PRONADDIS se enfrenta a diversos riesgos para lograr los objetivos, las metas y las estrategias planteadas, sobre todo cuando desde el año 2010 cuenta con una significativa reducción presupuestal para la atención de la discapacidad, además de no contar con una estrategia que permita homogeneizar los criterios en los tres niveles de gobierno, para poner en marcha el proceso de creación, ejecución y revisión de políticas públicas a favor de las PCD. 

19. El PRONADDIS fue presentado con tres años de retraso en relación al inicio de la presente administración federal. En la práctica ha tenido escaso impacto como documento rector de la política pública en materia de discapacidad, aunado a que carece de promoción y no es vinculante en las entidades federativas, lo cual propicia que los estados actúen de forma desarticulada. Por lo tanto, resulta imprescindible que el próximo Plan Nacional sobre Discapacidad dé continuidad al actual y también cumplimiento a la nueva Ley General. Debe señalarse además que la asignación presupuestal en 2010 fue por un monto de 250 millones de pesos que resultó en un subejercicio de 70 millones y por lo tanto, no fueron renovados para 2011. 
Leyes locales en materia de discapacidad
20. Tienen como denominador común la urgencia de adecuación para incorporar los estándares de la Convención, especialmente el de cambio de paradigma del asistencialismo al de derechos humanos e inclusión. 

21. Sin embargo, dentro de las deficiencias con las que cuentan la mayoría de las leyes específicas en los estados, se puede mencionar que existe una participación mínima o nula de la sociedad civil; éstas carecen de una perspectiva que contemple las diferencias étnicas de las PCD para proporcionar atención adecuada; adolecen de lineamientos para la formación de servidores públicos en la atención a PCD; existe deficiencia en la cobertura a las necesidades de todos los tipos de discapacidad. Además, la mayoría de ellas son limitadas en su regulación y alcance; se orientan a la implementación de medidas de accesibilidad física atendiendo únicamente a la discapacidad motora y las acciones de política pública en ellas contempladas se dirigen igualmente a la atención de tan sólo unas pocas discapacidades y de éstas no se distingue entre unas y otras, omitiendo de forma notoria la discapacidad intelectual y la psicosocial.

DERECHOS CONSAGRADOS EN LA CONVENCIÓN
Artículo 4.- Obligaciones del Estado 
Discriminación presupuestal
22. De acuerdo con el PRONADDIS, la rectoría de la asistencia social pública y privada corresponde al Estado, que en forma prioritaria proporciona servicios asistenciales encaminados al desarrollo integral de la familia […] y también a apoyar […] a individuos con carencias familiares esenciales no superables en forma autónoma.[footnoteRef:5] [5:  PRONADDIS, en http://www.conadis.salud.gob.mx/descargas/pdf/PRONADDIS.pdf, en línea.] 


23. A nivel federal, el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (SN-DIF) es la instancia coordinadora encargada de promover y apoyar las acciones en favor de las personas que requieran de servicios especializados para su protección y su plena integración al bienestar. El vínculo entre asistencia social y discapacidad bajo un enfoque de derechos humanos involucra la posibilidad de generar oportunidades de desarrollo, independencia e integración social de las PCD. Este nuevo enfoque supone un apoyo directo a las PCD, destinando presupuesto a programas específicos con el objeto de generarles mayores capacidades y contribuir a mejorar sus ingresos y calidad de vida. Asimismo, implica la actuación con perspectiva de género y con perspectiva étnica así como la promoción de los derechos de las mujeres, niños,[footnoteRef:6] jóvenes y adultos mayores con discapacidad. [6:  Utilizamos la palabra “niños” para referirnos a las niñas, niños y adolescentes, entendiendo por éstos a la población con menos de 18 años de edad.] 


24. No obstante, los objetivos en materia de discapacidad expresados por el gobierno de México, no pueden ser alcanzados si no se les asigna presupuesto suficiente para operar. Uno de los programas más afectados con la distribución presupuestal de corte regresivo en 2010 fue el de “Atención a personas con discapacidad”, perteneciente al SN-DIF, el cual se redujo en 92.9 % pasando de 486.5 millones en 2009 a tan sólo 34.4 millones de pesos en 2010.[footnoteRef:7]  [7:  Información proporcionada por el SNDIF vía el Sistema de Acceso a la Información Pública.] 


25. Por su parte, los fondos para el programa de “Educación para personas con discapacidad” se recortaron en 25% pasando de 100 millones de pesos en 2009 a 75 millones en 2010. A algunos programas ya no se les asignó recurso alguno, por ejemplo: el Centro Paralímpico en Jalisco pasó de 300 millones en 2009 a cero para 2010.[footnoteRef:8]  [8:  Torres Ruiz, Gladis. En el abandono, las personas con discapacidad, CIMAC Noticias, México D.F., 5 de noviembre de 2009, en http://www.cimacnoticias.com/site/09110501-PPEF-2010-en-el-ab.39866.0.html, en línea.] 


26. A nivel estatal los programas dirigidos a PCD no sólo recaen en los DIF estatales, sino que suelen ser operados también por las Secretarías Estatales de Desarrollo u otras instancias que tienen funciones de desarrollo y asistencia social.

27. Los tipos de apoyos asistenciales que se brindan a las PCD varían en cada entidad. El denominador común es asistencia médica que en algunos casos se complementa con la dotación de aparatos ortopédicos y funcionales. 

28. En la mayoría de las entidades del país los presupuestos que se destinan a políticas públicas dirigidas a PCD son insuficientes y no cuentan con un enfoque de derechos humanos, sino con el enfoque asistencial. Por lo anterior, es necesario incrementar todos los recursos así como aplicarlos con enfoque de derechos humanos, a fin de que se pueda asegurar una mayor y efectiva protección a las PCD y de tal forma, ayudar a erradicar la discriminación endémica contra este grupo de población. 

29. Aunque los actuales programas orientados a PCD en las diferentes entidades satisfacen en gran medida las necesidades de quienes se benefician de ellos, cabe recordar que los beneficiarios no son la totalidad de PCD, ya que continúa siendo considerable el número de PCD que no acceden a tales programas porque los objetivos de los mismos no reflejan las necesidades de las diversas discapacidades.

30. Con el fin de atender a un número mayor de PCD a través de los programas públicos es necesario que los actores que influyen en su diseño y operatividad consideren todas las discapacidades y las particularidades de cada una de ellas. Si los programas tienen como objetivo beneficiar ampliamente a un grupo de población, en este caso a todas las PCD o más específicamente a un grupo que presente la misma discapacidad, entonces se debe estar preparado para actuar ante las particularidades de la misma. Así, el conocimiento de las distintas discapacidades dará cuenta de aquellas que están siendo omitidas, como ocurre frecuentemente con las discapacidades intelectuales y psicosociales. De esta forma se podrá incorporarlas y atenderlas. 

31. Un reto al que se enfrentan las instituciones encargadas de aplicar las políticas públicas y en particular aquellas que tienen en su encomienda los programas de atención a PCD es sin duda la falta de recursos económicos. Al analizar y cruzar datos sobre número de habitantes con discapacidad, número y presupuesto destinados a programas sociales y número de beneficiarios de los mismos, nos damos cuenta de la insuficiente cobertura de dichos programas.

32. La asignación presupuestal es quizá uno de los temas más delicados. Además, ésta debe considerar los indicadores de pobreza y los asentamientos humanos de cada entidad, con el fin de garantizar el acceso universal a los programas sociales y atender así, uno de los principios de los derechos humanos. 

33. Un presupuesto insuficiente se traduce en la carencia de personal capacitado, el desabasto de los insumos, entornos inaccesibles y la falta de programas de inclusión social y sensibilización; situaciones que profundizan las discapacidades o provocan incluso, la aparición de otras. 

34. No menos importante que la asignación presupuestal es la capacitación en torno a la discapacidad. Con frecuencia se evidencia un enorme desconocimiento de lo que es la discapacidad, sus tipos y sus particularidades. Esto provoca, por un lado, lo que ya mencionamos anteriormente relativo a limitar los programas sociales solamente a algunas discapacidades y por otro, tratos indebidos y discriminatorios hacia las PCD. 

Artículo 5.- Igualdad y no discriminación
35. El origen de las condiciones de exclusión, rechazo y limitaciones a las PCD en todo el país surgen de acciones y prácticas discriminatorias arraigadas en la sociedad. Si bien dichas prácticas son visibles en todas partes, tanto en zonas rurales como urbanas, son también las primeras donde se acentúan con mayor frecuencia. 

36. La obligación de prohibir toda discriminación por razón de discapacidad y garantizar una protección igual y efectiva a las PCD, exige que éstas se incluyan en la legislación nacional y locales, tanto para las esferas de la vida pública y privada, así como generar programas de sensibilización y educación a toda la población para transformar actitudes de rechazo y estigmatización hacia las PCD. 

37. Otra dificultad que se presenta al aplicar la Convención radica en la falta de coordinación entre los tres poderes del Estado (legislativo, ejecutivo y judicial) y los tres niveles de gobierno (federal, estatal y municipal). A pesar de que en México se ha establecido la prohibición de la discriminación en la Constitución[footnoteRef:9] y en la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, en diversas leyes y reglamentos no se ha contemplado la discapacidad como causal de la referida discriminación. [9:  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 1.] 


38. Cabe destacar además, que la población con discapacidad, comúnmente no hace uso de los mecanismos de defensa no jurisdiccional contra la discriminación, lo cual puede atribuirse a que la institución no cumple con las obligaciones de difusión y promoción de su misión.

39. Ejemplo de lo anterior lo constituye el número total de quejas y reclamaciones motivadas en la discapacidad, atendidas por el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (CONAPRED) en años pasados. En 2008, esta instancia informa haber atendido un total de 250 quejas y 450 reclamaciones.[footnoteRef:10] En 2009, se notifican 278 quejas y 306 reclamaciones.[footnoteRef:11] En 2010 se reportan 556 quejas y 436 reclamaciones. [10:  Quejas son aquellas interpuestas por un particular que argumenta discriminación cometida por parte de otro particular. Reclamaciones son las que interpone un particular que argumenta discriminación cometida por un servidor público del orden federal.]  [11:  Informes anuales 2008, 2009 y 2010 de actividades y ejercicio presupuestal. CONAPRED, en http://portaltransparencia.gob.mx/pot/informe/consultarInforme.do?method=consultarInforme&idInforme=5&_idDependencia=04410, http://www.conapred.org.mx/IFAI/IA-2009.pdf y http://www.conapred.org.mx/IFAI/INFORME%20ANUAL%202010.pdf, en línea.] 


40. Cabe analizar la falta de coherencia entre lo publicado en sus informes anuales de actividades con la información proporcionada a organizaciones civiles a través del sistema de acceso a la información pública. 

41. En los informes públicos de 2008 y 2009 se suman 111 expedientes motivados en la discapacidad como forma de discriminación, sin embargo, a través del sistema de acceso a la información pública se señala que para el mismo periodo se radicaron 236 expedientes, es decir, a la sociedad civil nos reportan más del doble.[footnoteRef:12] Esto muestra la falta de consistencia, coordinación y sistematización adecuada respecto de la información pública que dicha institución se encuentra obligada a proporcionar. [12:  Respuesta a solicitud de información pública folio 0441000004810. ANEXO 2.] 


42. Por su parte, el informe público correspondiente a 2010 reporta 556 quejas y 436 reclamaciones, número que, a pesar de duplicarse prácticamente con respecto a los años anteriores, en esta ocasión reporta únicamente un caso motivado en la discapacidad.

43. Ni la Ley para eliminar todo tipo de discriminación, ni el CONAPRED establecen sanciones para quien viole dicha ley, por lo que las quejas y reclamaciones nunca tendrán el resultado esperado: la protección y defensa efectiva de la dignidad de la persona; mucho menos si no se ha capacitado a servidores públicos para que conozcan sus obligaciones de hacer y de no hacer en pro de la integración y desarrollo de las PCD.

Artículo 8.- Toma de conciencia
44. México es un país compuesto por una gran cantidad de grupos étnicos, poblaciones rurales y urbanas que modifican sus prácticas conforme a sus lugares de residencia. En este contexto, debe destacarse la inacción del Estado mexicano como intercesor para mantener y asegurar el acceso, en condiciones de igualdad, a los derechos por parte de todas las personas. 

45. La discriminación que experimentan las PCD puede atribuirse en su origen a la falta de información y sensibilización respecto de la discapacidad misma. 

46. Aún en estas fechas de avances legislativos en materia de discapacidad, la información no llega de manera apropiada y adecuada a comunidades rurales ni a zonas alejadas de las capitales de los estados que conforman la República Mexicana. Prueba de esta afirmación es el testimonio de organizaciones civiles que trabajan en comunidades diversas, quienes afirman que al realizar su trabajo de identificación de PCD, los miembros de las familias no entienden el concepto de discapacidad e incluso en algunos casos, las PCD son escondidas o atadas por sus propios familiares.[footnoteRef:13] [13:  Testimonio de organizaciones civiles: CAMADDS, San Cristóbal de las Casas, Chiapas. ] 


47.  Otra evidencia de la falta de toma de conciencia hacia las PCD es el uso inapropiado de lenguaje utilizado para referirlas. Con frecuencia, personas de todas las edades y profesiones, incluyendo a servidores públicos, utilizan expresiones como: discapacitados, con capacidades diferentes, especiales, incapaces, inválidos, minusválidos, entre otros, que resultan conceptualmente menos vigentes o culturalmente más discriminadores.[footnoteRef:14]  [14: Véase http://www.youtube.com/watch?v=ObWkEVUMPxo (min.2:00) y http://youtube.com/watch?v=K4F1M1pQMog (min. 1:03)] 


48.  Aun más grave es que dichas expresiones son utilizadas también en instrumentos legales, como es el caso de diversos Códigos Civiles estatales.[footnoteRef:15] [15:  Código Civil para el Estado de Puebla, publicado en el DOF el 30 de abril de 1985, artículo 639;  Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Puebla, publicado en el DOF el 9 de agosto de 2004, artículo 721;  Código Civil para el Estado de Nuevo León, publicado en el DOF  el 6 de Julio de 1935, artículo 450 (II) y (III); Código Civil Federal,  publicado en el DOF el 26 de mayo, el 14 de julio, el 3 y 31 de agosto de 1928, artículo 450 (II); Código Civil del Estado de México, publicado en el DOF el 7 de junio del 2002, artículo 4.230 (II) y (III), y Código Civil del Estado de Jalisco, publicado en el DOF el 25 de febrero de 1995  sec. II, artículo 775.

Lenguaje de “Incapaz”: Código Civil para el Estado de Puebla.
Artículo 639. Están sujetos a tutela: (…) II. El mayor de edad incapaz; (…)

Lenguaje de “locura”: Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Puebla. 
Artículo 721. Pueden ser sujetos de interdicción: I.- El mayor de edad privado de inteligencia por locura (…)

Lenguaje de “deficientes”: Código Civil para el Estado de Nuevo León. 
Artículo 450. Tienen incapacidad natural y legal: (…) II. Los mayores de edad, con incapacidad o discapacidad originada  por enfermedades o deficiencias persistentes de carácter físico, psicológico o sensorial que les impida gobernarse por sí mismos o no puedan manifestar su voluntad por algún medio.  (…)

Lenguaje de “inteligencia”: Código Civil Federal. 
Artículo 450. Tienen incapacidad natural y legal: (…) II. Los mayores de edad disminuidos o perturbados en su inteligencia, […]; siempre que debido a la limitación, o a la alteración en la inteligencia  (…)

Código Civil del Estado de México. 
Artículo 4.230. Tienen incapacidad natural y legal: (…) II. Los mayores de edad disminuidos o perturbados en su inteligencia por trastornos mentales, aunque tengan intervalos lúcidos; (…)

Lenguaje de “discapacitados”: Código Civil del Estado de Jalisco. 
Artículo 775. Servirá como enlace permanente entre todas las instituciones públicas, descentralizadas y privadas que tengan como objetivo la atención, custodia, tutela y asistencia a la niñez, a los discapacitados,(…)

“Discriminación”: Código Civil para el Estado de Nuevo León. 
Artículo 450.  (…) III. Los sordo-mudos que no saben leer ni escribir; (…)

Código Civil del Estado de México. 
Artículo 4.230. Tienen incapacidad natural y legal: (…) III. Los sordomudos que no sepan leer ni escribir; (…)
Artículo 4.7. Son impedimento para contraer matrimonio: (…) X. Trastornos mentales aunque haya espacios de lucidez;
Artículo 4.90. Son causas de divorcio necesario: (…) VIII Padecer enajenación mental incurable.

Estructura de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 
Artículo 60. No podrán ser Jurados: (…) V.- Los ciegos, sordos y mudos;  

Lenguaje de “inválidos”: Ley de Asistencia Social del Estado de México. Artículo 11.
Para los efectos de este ordenamiento, se entiende como servicios básicos de asistencia social, los siguientes:
II. La prevención de invalidez y rehabilitación de inválidos.
] 


49. Por su parte, diversas instancias públicas que respondieron a solicitudes de información requeridas a través de los Sistemas de Transparencia y Acceso a la Información Pública (Sistema InfoMex) hicieron referencia a los términos inapropiados antes referidos.[footnoteRef:16]  [16:  Anexo 3.] 



Artículo 9.- Accesibilidad
50. En México, de forma general los servicios ordinarios de transporte, la arquitectura y las comunicaciones son inaccesibles a la mayoría de las PCD, más aun en las zonas rurales y comunidades indígenas.

51. La Convención prevé un concepto amplio de accesibilidad, mismo que no ha sido atendido. En México es frecuente que al hablar de accesibilidad se limite el concepto a la adecuación arquitectónica y a los medios de transporte. Sin embargo, el derecho al libre desplazamiento en condiciones dignas y seguras prevé que las instituciones públicas y empresas privadas deben además asegurar la accesibilidad en todas las formas que requiere cada discapacidad en la infraestructura básica, equipamiento y espacios públicos, así como en el transporte público aéreo, terrestre, marítimo, en los medios de comunicación y en los procesos judiciales. El Estado no ha regulado que estas normas sean observadas obligatoriamente por el sector público ni privado. Por ejemplo:

52. No se considera la accesibilidad a los servicios de información, incluidos los servicios electrónicos y de emergencia, así como formas de asistencia humana o animal e intermediarios ya sean guías, lectores o intérpretes profesionales de Lengua de Señas Mexicana (LSM) para facilitar el acceso a edificios y otras instalaciones abiertas al público. Tampoco formas adecuadas de asistencia y apoyo para asegurar el acceso a la información. 

53. Al respecto, ante cuestionamientos de organizaciones civiles formulados a través de los Sistemas de Transparencia y Acceso a la Información Pública, instancias del orden federal y estatal respondieron que han construido rampas e instalado semáforos con sonido y luminosidad. Estas adecuaciones son visibles en avenidas de algunas ciudades, pero no en zonas rurales. Además, no son medidas accesibles a todas las discapacidades, por ejemplo: se ignoran por completo las necesidades de personas con autismo, que muchas veces requieren de señalamientos gráficos.

54. Cabe destacar que el mantenimiento a las referidas adaptaciones no es regular (tal es el caso de las salvaescaleras) o bien no se cumplen con las especificaciones técnicas de las normas de construcción y en muchos casos se pone de pretexto el valor histórico de los inmuebles para no hacer las adaptaciones correspondientes.

Artículo 12.- Igual reconocimiento como persona ante la ley
55. La legislación mexicana y las prácticas institucionales respecto a la capacidad jurídica de las personas con discapacidad –sobre todo mental e intelectual[footnoteRef:17]– no son compatibles con los estándares internacionales de derechos humanos y resultan violatorias del artículo 12 de la CDPD. El marco normativo refleja una visión no sólo paternalista, sino restrictiva de derechos, pues figuras como la tutela y procedimientos legales como el juicio de interdicción, no sólo no responden al objetivo de garantizar los derechos de las PCD, sino que institucionalizan la apreciación general de que las PCD son incapaces de tomar cualquier decisión,[footnoteRef:18] negando con ello de forma definitiva el goce de su capacidad jurídica. Asimismo, las pocas garantías establecidas en la legislación mexicana se ven ignoradas y vulneradas por las prácticas institucionales que privan a las personas de sus derechos y sustituyen su capacidad en la toma de decisiones. [17:  En principio, sólo a las PCD intelectual y psicosocial se les somete a la tutela, aunque también se consideran a aquellas personas que no pueden gobernarse y obligarse por sí mismos o manifestar su voluntad por algún medio derivado de otro tipo de discapacidad, como son los sordomudos (así denominados por la legislación) que no saben leer ni escribir o las personas con adicciones al alcohol o a las drogas. Véanse los Códigos Civiles de Aguascalientes, Estado de México, Chihuahua, Guanajuato, Nuevo León, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán.]  [18:  Un ejemplo de esta percepción lo representa un caso documentado y acompañado por la organización Nexos y Soluciones, A.C., en el que la hermana de una mujer con discapacidad intelectual tomó la decisión de quitarle a su menor hijo de 11 años, bajo el argumento de que ella no tenía la capacidad para hacerse cargo de sus hijos debido a su discapacidad; pese a que esta acción fue hecha del conocimiento del DIF municipal, autoridad encargada de salvaguardar los derechos de las personas en situación de mayor vulnerabilidad,  dicha instancia legitimó la práctica discriminatoria de un particular al confirmar, sin ningún fundamento ni procedimiento legal, que el niño debía quedarse con la tía hasta que se hiciera un estudio médico a la PCD para calificar si cuenta o no con la capacidad mental para cuidarlo.   ANEXO 4 (4.1, 4.2)] 


56. En el marco jurídico mexicano, el gobierno federal no tiene la facultad para regular la capacidad jurídica o la tutela debido a que éstas son consideradas asuntos locales, por lo que cada estado tiene su propia legislación en la materia.[footnoteRef:19] Conforme a este marco, en los estados el “juicio de interdicción” es el proceso legal para declarar y asignarle un tutor a una persona con discapacidad.[footnoteRef:20] [19:  Rehabilitation International et al., Legal Capacity and Guardianship of Persons with Disabilities in Mexico, 2010, P. 15.]  [20:  Ibídem, P. 11.] 


57. De acuerdo con el estudio legal realizado por Rehablitation International sobre las leyes de las 32 entidades federativas, en la mayoría de los casos, el juicio de interdicción sólo tiene lugar después de que el tutor ha sido ya designado y la persona con discapacidad objeta la designación del tutor.[footnoteRef:21] En consecuencia, la designación de un tutor y la subsecuente negación de sus derechos no exigen prácticamente un procedimiento acorde con el debido proceso sino hasta después del hecho. Es más, incluso si la persona con discapacidad objeta la designación del tutor y se sujeta a un formal “juicio de interdicción,” le es dada poca oportunidad para participar en el proceso y a veces ni siquiera sabe que se le ha puesto bajo tutela[footnoteRef:22] o si ésta es apropiada.[footnoteRef:23] [21:  Ibídem, P. 21]  [22:  Ibídem,P P. 21-22.]  [23:  Ibídem, P. 23.] 


58. Este mismo estudio señala que cuando una persona es puesta bajo tutela, “todos los actos legales llevados a cabo por personas con discapacidad son nulos e inválidos” y “todas las decisiones jurídicas deben ser tomadas por el tutor.”[footnoteRef:24] De conformidad con la mayoría de las leyes estatales, “el tutor debe pedir permiso al juez competente para llevar a cabo ciertos actos jurídicos, sin embargo, la voluntad de la persona con discapacidad en cuestión no es consultada ni solicitada en ningún momento.”[footnoteRef:25] [24:  Ibidem, P. 15.]  [25:  Íbidem, P. 15.] 


59. Aunado a lo anterior, el estudio encontró en las leyes y regulaciones en México que la definición de capacidad varía de estado a estado,[footnoteRef:26] pero el lenguaje usado es generalmente “ambiguo y discriminatorio”[footnoteRef:27] que tiene por objeto limitar la capacidad jurídica.[footnoteRef:28] Es común encontrar terminología ofensiva y discriminatoria al referirse a las PCD –mental o intelectual- como mayores de edad privados de su inteligencia por locura, idiotismo o imbecilidad.[footnoteRef:29] [26:  Ibídem,PP. 11-12.]  [27:  Ibídem, P. 11.]  [28:  Ídem, P. 11.]  [29: Códigos Civiles de Aguascalientes, Baja California, Campeche, Chihuahua, Guanajuato, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco, Tlaxcala, Veracruz y Yucatán.] 


60. Es por todo lo anterior, que con la existencia de la figura de la tutela y de su procedimiento para otorgarla –juicio de interdicción– de ninguna manera el Estado mexicano cumple con su obligación de “adopta[r] las medidas pertinentes para proporcionar acceso a las personas con discapacidad al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su capacidad jurídica”[footnoteRef:30], ni tampoco implica que con éstas “se proporcionen salvaguardas adecuadas y efectivas”,[footnoteRef:31] toda vez que, como se detallará más adelante, tanto los alcances legales de dichas figuras, como las prácticas para el internamiento de las PCD en instituciones psiquiátricas o albergues, carecen de un control efectivo “por parte de una autoridad o un órgano judicial competente, independiente e imparcial”[footnoteRef:32] que revise si los actos realizados por el tutor, sobre los derechos patrimoniales, o más aún de libertad, son tomados, en cada situación, respetando “los derechos, la voluntad y las preferencias de la persona.”[footnoteRef:33] [30:  Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, artículo 12(3).]  [31:  Ibídem, art. 12(4).]  [32:  Ídem.]  [33:  Ídem.] 


61. Declaración interpretativa a la CDPD. Cuando México ratificó la CDPD, lo hizo con una “declaración interpretativa”, señalando que si la legislación nacional ofrece una mayor protección que la exigida por el derecho internacional, el derecho mexicano será el vinculante.[footnoteRef:34] La Declaración interpretativa ha sido motivo de fuertes críticas por parte de la sociedad civil, argumentando que, en realidad, la práctica mexicana se encuentra muy por debajo de la CDPD y del propio derecho interno del país. [34:  Decreto Promulgatorio de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y Protocolo Facultativo. Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 2 de mayo de 2006, http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5033826&fecha=02/05/2008] 


62. Con base en lo explicado en líneas anteriores, la tutela y el juicio de interdicción mexicanos no sólo incumplen su objetivo de garantizar los derechos e intereses de las PCD consideradas en estado de mayor vulnerabilidad, sino que son justamente estas figuras las principales generadoras de violaciones a los derechos humanos de las PCD, debido a que su naturaleza no responde a los principios fundamentales señalados por el artículo 12 de la CDPD, pues los efectos de la tutela son generalizados, permanentes e irreversibles. 

63. Es decir, “la mayor protección” a la que se refiere el Estado mexicano en su declaración interpretativa, contraviene la naturaleza misma de la CDPD al no cambiar el paradigma del sistema asistencialista de protección al de derechos humanos, pues este excesivo proteccionismo se ha traducido en restringir derechos y en nulificar a la persona.

Artículo 13.- Acceso a la justicia
64. El derecho de acceso a la justicia desempeña un papel fundamental en el derecho de las personas a la capacidad jurídica, al derecho a la libertad y a la seguridad de acuerdo con la CDPD. El sistema de justicia en México y como parte de éste, el sistema penitenciario, presentan deficiencias que ponen en riesgo los derechos de las PCD. 

65. En la investigación iniciada para documentar el presente informe, se investigó sobre la existencia de personal policial, judicial y penitenciario instruido para proporcionar información, atención y servicios a personas con todos los tipos de discapacidad, también sobre el número de intérpretes de LSM, el número de centros de reclusión que cuentan con accesibilidad y el número de PCD en Centros de Reclusión.

66. Las respuestas proporcionadas por parte del Sistema de Seguridad Pública dejan ver la falta de atención a las necesidades de PCD. Por ejemplo:

67. “Los Centros de Reclusión que integran el Sistema Penitenciario Federal no cuentan con personal penitenciario capacitado para proporcionar servicios a personas con discapacidad, así como intérpretes de lenguaje de señas.”[footnoteRef:35] [35:  Respuesta de la Secretaría de Seguridad Pública a solicitud de información pública folio 0002200033010. ANEXO 5.] 


68. De los 422 Centros Federales de Reclusión, que albergan en su conjunto a 13,661 PCD, solamente uno (el Centro Federal de Readaptación Social número 5 “Oriente”, ubicado en el estado de Veracruz) cuenta con áreas con rampas.[footnoteRef:36] De esta respuesta se puede inferir que además de que es crítico que dichos Centros no incorporen medidas para atender las necesidades de PCD, el único que ha tomado acciones, lo ha hecho en atención únicamente a la discapacidad motora. Asimismo, de los 422 Centros sólo 4 cuentan con personal médico para atender a PCD. [36:  Ibid. ] 


69. En muchos casos el resultado de la discapacidad psicosocial se traduce en el internamiento de las personas que la padecen en hospitales psiquiátricos, donde se documentan violaciones a los derechos humanos, sin que estas personas tengan posibilidad de acceder a la justicia, toda vez que se encuentran desprovistas de su capacidad legal. 

70. En el sistema penitenciario de la Ciudad de México, al día 26 de julio del 2011, existen 796 personas con alguna discapacidad mental, de las cuales 60 son mujeres y 736 son hombres. De acuerdo con la Subsecretaría del Sistema Penitenciario: 347 hombres se encuentran en el Centro Varonil de Readaptación Psicosocial, el resto se encuentran repartidos en el Reclusorio Preventivo Norte que alberga a 133 internos de este tipo; el Reclusorio Preventivo Oriente, con 172; el Reclusorio Preventivo Sur, con 53 y los centros femeniles (Santa Martha y Tepepan) con 60 internas.[footnoteRef:37] Por su parte, el Centro Federal de Rehabilitación Psicosocial (CEFEREPSI) mantiene a 187 personas privadas de libertad. [37:  Información recabada por medio de la respuesta SG/SSP/AS/1047/2011, hecha a la solicitud con número de folio 0101000075311 vía InfoMex a la Sub Secretaría del Sistema Penitenciario del Distrito Federal. ] 


71. Es reprochable que no exista información oficial puntual y desagregada sobre la situación de las personas privadas de su libertad que al ingresar a los centros de reclusión penal presentaban alguna discapacidad mental o que en el curso de su internamiento la adquirieron.

72. En situación de cárcel, la vida de los internos con discapacidad mental se vuelve aún más difícil porque las prisiones no están acondicionadas para tratarlos. En el marco jurídico de México existen importantes avances en torno al tema de personas con discapacidad, pero no hay nada respecto a los derechos de personas con discapacidad mental en situación de cárcel. No hay un marco legal de primer orden que garantice el tratamiento adecuado de estas personas en prisión.

73. El fracaso del sistema de salud mental ha llevado a lo que algunos han llamado como la criminalización de las personas con alguna discapacidad mental. El mecanismo ideal para prevenir que gente con una enfermedad mental entre a la prisión es el sistema de salud mental en sí mismo. Aparte de los servicios de salud mental, las prisiones habitualmente tratan a los prisioneros con alguna discapacidad mental con los mismos criterios que a los otros prisioneros. Los oficiales los tienen en las mismas instalaciones y esperan que sigan las mismas reglas y rutinas. Los oficiales no entienden la naturaleza de las enfermedades mentales y su efecto en el comportamiento. Asumen que el mal comportamiento es voluntario o manipulativo. Hay que incorporar consideraciones sobre la salud mental en los procedimientos disciplinarios. Nunca pueden ser sujetos a beneficios de preliberación porque no obedecen; no obedecen porque están enfermos.[footnoteRef:38] [38:  Algunas de estas ideas han sido retomadas de: Resumen sobre las conclusiones y recomendaciones de la Comisión  en Seguridad y Abuso en las prisiones de los Estados Unidos de América:
http://www.prisoncommission.org/pdfs/prison_commission_summary_es.pdf] 


74. Sumado al problema de que algunos internos con padecimientos mentales estén en cárceles comunes, se agrega el hecho de que hay reos que desarrollan trastornos durante su estancia en prisión, ya sea, por el consumo de drogas, la edad, o en mayor medida, por el problema del hacinamiento y de las condiciones adversas que prevalecen en los centros de reclusión: “La sicología especializada habla del fenómeno de la "prisionización" y de cómo las condiciones de encierro y hacinamiento, sumadas a la inactividad durante gran parte del día, se convierten en el caldo de cultivo de la agresividad, la violencia y un alto estrés emocional, que a veces vuelve inmanejables las relaciones entre tantas personas.”[footnoteRef:39] [39:  Jennifer Abate, Santiago, Investigaciones revelan graves efectos sicológicos de sobrepoblación penal, la tercera, 9 de diciembre de 2010.] 


75. Como lo reconoce la Organización Mundial de la Salud (OMS), el encierro por su propia naturaleza tiene un efecto adverso en la salud mental. Por ello, la OMS sugiere que la encarcelación sea minimizada lo más posible, para ser consistentes con las necesidades de la comunidad de ver al crimen castigado efectivamente.[footnoteRef:40] La manera más efectiva de asegurar que los derechos de las personas con alguna discapacidad mental sean protegidos es tratar de mantenerlos fuera de la prisión pero sobre todo fuera de los hospitales psiquiátricos, en los que también se padecen los efectos del encierro y múltiples abusos. Para hacerlo, los servicios de salud comunitarios deben ser expandidos y organizados para servir mejor en la reintegración a la comunidad de las personas con discapacidad mental. [40:  Organización Mundial de la Salud y Banco Mundial, Informe Mundial sobre la Discapacidad, OMS, Ginebra, 2011. ] 


76. En el ámbito legislativo resulta necesario reformar la norma penal, a fin de que se prevea que las personas con padecimientos mentales que han cometido infracciones a las leyes penales y no representen un riesgo para la víctima o la sociedad, sean atendidos por autoridades de salud y posteriormente entregados a quienes legalmente les corresponde hacerse cargo de ellos. 

77. Para aquellos casos excepcionales en los que se active el sistema de justicia penal debe crearse una legislación que garantice a las personas inimputables un procedimiento especial,[footnoteRef:41] con pleno respeto de los derechos procesales que toda persona tiene cuando es acusada de la comisión de un delito, y en el que las medidas de seguridad que se les decreten sean determinadas en cuanto a su duración y motivadas para el ejercicio autónomo de su vida dentro de la comunidad. [41:  En un juicio especial, un Comité de Valoración debería dictaminar el grado de responsabilidad de la PCD mental tomando en cuenta diversos factores, como por ejemplo, si está tomando medicamentos o si dejó de tomarlos de forma voluntaria o involuntaria, y si el tutor o el cuidador principal  lo permitió, o no se dio cuenta del hecho.
] 


78. Tratándose de personas con discapacidad mental que han cometido infracciones penales y revisten un riesgo para la víctima o la sociedad, por presentar conductas violentas, sean recluidos y atendidos en establecimientos especiales o, en su defecto, en un área psiquiátrica anexa a los centros de reclusión del Estado, la cual deberá ser debidamente acondicionada para tal fin y con el propósito de su reinserción a su propia comunidad una vez que ha sido tratado para que ejerza su independencia y autonomía.

Artículo 14.- Libertad y seguridad de la persona
79. Los derechos a la libertad y seguridad personales no se encuentran previstos en la legislación mexicana de manera específica para PCD, pero es fundamental para este sector de la población.

80. A las PCD privadas de su libertad, se les debe garantizar un debido proceso en las mismas circunstancias que para el resto de las personas, pero considerando para ello las necesidades particulares de su discapacidad.

81. La legislación mexicana no cumple los estándares internacionales de derechos humanos indispensables para proteger a las personas contra detenciones arbitrarias. En el caso de PCD mental, ante la ausencia de tales protecciones legales, toda persona sujeta al internamiento involuntario es también sujeta a detención arbitraria.

82. A pesar de que la CDPD provee estándares neutrales desvinculados de la discapacidad para el internamiento, se mantienen protecciones procedimentales previamente existentes para evitar la detención arbitraria. De acuerdo con la normativa internacional de derechos humanos, lo anterior incluye el derecho a ser oído por una autoridad independiente e imparcial antes de que una persona sea internada, el derecho a recibir asesoría para objetar su internamiento, y el derecho a presentar pruebas, tales como la visita de un profesional independiente de la salud mental.[footnoteRef:42] [42:  Principios para la Protección de los Enfermos Mentales y el Mejoramiento de la Atención de la Salud Mental, Asamblea General de las Naciones Unidas, Resolución 46/119, Principios 16-17. En el caso Víctor Rosario Congo, la Comisión Interamericana encontró que los Principios de Salud Mental son autoridad para cumplir con los requisitos de la Convención Americana con respecto al compromiso psiquiátrico. Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Rosario Congo v. Ecuador, Caso 11.427, Informe No. 63/99, 13 de abril de 1999.] 


83. Las protecciones supuestas por el artículo 12 también deben ser consideradas para el internamiento psiquiátrico. Como se mencionó anteriormente, la CDPD obliga a la adopción de medidas positivas para que se brinde apoyo a las PCD que pudieran necesitar para el ejercicio de su capacidad jurídica. 

84. Por su parte, el internamiento “voluntario” en muchos casos conlleva detención arbitraria. Muchas de las personas cuyo ingreso se considera como “voluntario” son ingresadas por miembros de su familia.

85. La Norma Oficial Mexicana 025-SSA2-1994 (NOM-25) rige los internamientos psiquiátricos en el país;[footnoteRef:43] sin embargo, no prevé disposiciones relacionadas con la revisión y supervisión independiente del internamiento psiquiátrico. De conformidad con la NOM-025, el internamiento involuntario sólo exige la aprobación por escrito de un psiquiatra y de un familiar o tutor.[footnoteRef:44] La NOM-025 no exige supervisión judicial alguna del proceso civil de internamiento, no existe mecanismo alguno que demande una revisión del internamiento inicial y no hay tampoco procesos de revisión periódica del internamiento. Una vez que una persona es ingresada por la familia y el psiquiatra, aquélla puede permanecer en una institución de por vida en tanto que son abandonadas por sus familias o carecen de personas que se responsabilicen de ellas. [43:  Norma Oficial Mexicana, Para la prestación de servicios de salud en unidades de atención integral hospitalaria médico-psiquiátrica, NOM 025-SSA2-1994, 1994 [en adelante “NOM-025-SSA2-1994”].]  [44:  Ídem, párr. 4.4.2.] 


86. Si bien la NOM-25 exige que los hospitales informen al Ministerio Público (MP) sobre el internamiento y “evolución” del caso, no exige que el MP evalúe o apruebe el internamiento.[footnoteRef:45] Este mecanismo no garantiza que los internamientos sean vigilados con el objeto de garantizar los derechos de las personas, de hecho, ni las propias autoridades conocen el objeto de esta medida, pues personal de las instituciones de salud refieren que la notificación al Ministerio Pública es hecha para ayudar a localizar individuos bajo sospecha de conducta criminal. Por otro lado, afirman que en la práctica, las autoridades de salud no otorgan detalles sobre cada caso de internamiento ni mucho menos información de seguimiento al MP, así como tampoco el MP les solicita información adicional ni cuestiona su decisión sobre ningún ingreso; es decir, dicha medida es simplemente un mero trámite.[footnoteRef:46] [45:  Ibídem.]  [46:  Véase Disability Rights International y la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, Op. Cit., supra nota 35, Capítulo VI Violaciones al Derecho Internacional (F).] 


87. La NOM-25 exige que las instituciones psiquiátricas lleven a cabo revaloraciones clínicas periódicas en cada caso.[footnoteRef:47] Estas revisiones no son realizadas por una autoridad independiente como lo exige el derecho internacional, sino que son de naturaleza médica y no exigen alguna evaluación de peligrosidad o de otro tipo de estándares relativos a la detención involuntaria. [47:  Ídem, párr. 6.4.3.1.] 


88. La falla en respetar la elección de una persona sobre su ingreso a un hospital psiquiátrico, así como la aceptación del consentimiento de la familia para su admisión, crea enormes peligros para las PCD mental. Además, esta práctica generalizada viola uno de los principios fundamentales de la Convención, que consiste en el reconocimiento de la autonomía e independencia individual que tienen las personas con discapacidad para tomar sus propias decisiones[footnoteRef:48] y precisamente una de las decisiones fundamentales que una persona puede tomar es la de decidir el lugar donde vivir y recibir tratamiento; aspecto que se encuentra vinculado también a otra disposición fundamental, “la participación plena y efectiva en la sociedad.”[footnoteRef:49] [48:  CDPD. artículo 3 (a)]  [49:  CDPD. artículo 3 (b)] 


Artículo 15.- Protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes
89. Con mayor frecuencia, las PCD que son sometidos a actos comprendidos en este artículo son las PCD mental. Si bien existe una legislación específica en materia de tortura, no existen así los mecanismos para que los centros de reclusión penal, psiquiátrica o migratoria, controlen y vigilen las condiciones de vida en su interior: no se investigan actos constitutivos de tortura.

90. La CDPD no cambia la definición existente de tortura, ni de tratos crueles, inhumanos o degradantes, pero deja claro que las protecciones aplican a individuos con discapacidad. Con la ratificación de la CDPD, los gobiernos se encuentran obligados a asegurar que a las PCD les sean garantizadas tales protecciones, incluso si estas acciones tienen lugar bajo el pretexto de “tratamiento médico” o en un entorno destinado para su protección o atención médica. Debido a “las crecientes exigencias de protección de los derechos y de las libertades fundamentales, el trato que pudo no ser considerado como tortura en el pasado puede ser considerado tortura actualmente […]”.[footnoteRef:50] [50:   Corte IDH. Caso Cantoral Benavides vs. Perú. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Fondo. Serie C No. 69, párr. 99. Citando Eur. Court HR, Selmouni v. France, App. No. 25803/94, ECHR 1999, párr. 101.] 

[bookmark: _Ref275877692]
91. Miles de individuos con discapacidad en instituciones mexicanas son sujetos de severo dolor físico y emocional, lo cual constituye malos tratos en virtud del derecho internacional.[footnoteRef:51]  [51:  Para documentar el Informe Abandondos y Desaparecidos, se visitaron veinte instituciones, en las cuales más de 1,890 niños y adultos son segregados de la sociedad; sin embargo, esto constituye sólo una pequeña parte del número total de individuos internados en instituciones mexicanas. Véase también: Disability Rights International y la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, Op. Cit., supra nota 35, Capítulo II, Capítulo VI Violaciones al Derecho Internacional (B) y (E).] 


92. Tratos crueles, inhumanos o degradantes.- Existe dentro de las instituciones psiquiátricas y las residencias para PCD prácticas comunes que constituyen malos tratos.[footnoteRef:52]  [52:  El Relator Especial sobre la Tortura ha expresado “preocupación por las condiciones de vida precarias en las instituciones psiquiátricas y las residencias para personas con discapacidad” como violaciones de la Convención contra la Tortura. “Las condiciones precarias de las instituciones” que podrían violentar la Convención contra la Tortura incluyen una falla del gobierno en la provisión de “alimentos, agua, atención médica y vestimenta adecuados.” La tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, transmitido por una Nota del Secretario General, U.N. Doc. A/63/175, 28 de julio del 2008, por Manfred Nowak [en adelante Relator Especial sobre la tortura], párrs. 37-41, y Comité de los Derechos del Niño, Examen de los Informes Presentados por los Estados Partes con arreglo al Artículo 44 de la Convención, Observaciones finales: Serbia, U.N. Doc CRC/C/SRB/CO/1, 20 de junio de 2008, párr.52.] 


93. En diferentes instituciones psiquiátricas y de asistencia social se han observado: PCD que viven en condiciones antihigiénicas, expuestas a olores de orina y heces esparcidas por el suelo[footnoteRef:53]; el uso de un vaso único para dispensar medicamentos a 30 personas[footnoteRef:54]; la falta de agua para aseo personal y limpieza[footnoteRef:55]; duchas y baños colectivos carentes de privacidad[footnoteRef:56]; falta de espacio para objetos personales[footnoteRef:57] así como sufrimiento de abuso sexual[footnoteRef:58] y violencia.[footnoteRef:59] [53:  En el Hospital Samuel Ramírez, en El Batam y en el CAIS Villa Mujeres, se observó a personas sentadas, caminando y comiendo sus propias heces y orina. Un claro ejemplo de las condiciones insalubres en que las personas se encuentran, es el caso de una anciana que se encontraba atada a una silla de ruedas y sentada en un charco de su propia orina en El Batam, Puebla. Se señaló esta situación al personal de enfermería, que no hizo nada para ayudarla. También se le preguntó al Director el porqué nadie había ayudado a esta mujer. El Director de la institución explicó que ésta carecía de presupuesto para pañales. La mujer permaneció sentada en la inmundicia.  Véase: Disability Rights International y la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, Op. Cit., supra nota 35, Capítulo II Condiciones en instituciones (A)(1).   ]  [54:  En particular, en el CAISAME E.P. de Guadalajara, se observó un pabellón entero de gente formada para tomar sus medicamentos. Uno por uno, recibían sus pastillas de las enfermeras y se las pasaban con agua que tomaban de un mismo vaso de plástico que todos compartían. El riesgo de enfermedades o infecciones fue ignorado. Ídem, Capítulo II Condiciones en Instituciones (A) (1)]  [55:   Ídem, Capítulo II. Condiciones en instituciones, Capítulo II. (A) (1), (D) y Capítulo VI. Violaciones al derecho internacional (E) (1).]  [56:  En la mayoría de las instituciones de estancia prolongada que se visitaron, los baños están abiertos y expuestos y a las personas se les baña en grupos. Se observó  a adultos deambulando en patios abiertos, semidesnudos, defecando en los campos y permaneciendo al aire libre, sin contar con asistencia o reorientación del personal. Ídem, Capítulo II.(A)(3) y Capítulo VI. (E) (1).]  [57:   Ídem, Capítulo II.(A)(3).  ]  [58:  Por ejemplo, en el CAIS Villa Mujeres, en la Ciudad de México, no hay un cuidado especializado u orientación para las mujeres que alegan abuso sexual. Una mujer ciega con una discapacidad psicosocial alega que fue violada en 2008 en la institución, y que frecuentemente es maltratada en la misma. Ídem. Capítulo II Condiciones en Instituciones (A) (4)]  [59:   En el Hospital Adolfo M. Nieto, en el Estado de México, se observó un incidente de violencia entre internos debido a la negligencia del personal. En un pequeño patio solitario, una interna empujó a otra y la tiró de espaldas. La mujer cayó y se golpeó la cabeza contra el suelo e inmediatamente comenzó a sollozar. Nadie del personal del hospital se movió para ayudarla; después de un tiempo, el personal del hospital la  ayudó a entrar al pabellón. Nadie evaluó los golpes en la cabeza de la mujer, a pesar de que se había golpeado en la cabeza con una fuerza considerable, ni tampoco le revisaron el brazo, a pesar de que lo movía como si le doliera. Así mismo, en el CAISAME E.P. en Guadalajara, un joven interno informó que cuando los internos se involucraban en peleas, el personal no hacía nada o simplemente los sedaba. Ídem.] 


94. Ser abandonado en un cuarto durante toda la vida en la casi total inactividad, sin ningún tipo de estímulos, sin contacto con el mundo exterior y sin esperanza alguna de regresar a la comunidad, pueden también alcanzar el nivel de severidad necesario para constituir un trato cruel, inhumano o degradante. 

95. Las sujeciones físicas son frecuentemente utilizadas por conveniencia administrativa, cuando el personal adecuado no está disponible para supervisar a los pacientes. En muchas instituciones no existen procedimientos para monitorear el uso excepcional de sistemas de sujeción. Estas prácticas exponen a las personas a peligros innecesarios y a la pérdida de autonomía, y deben ser consideradas, al menos, malos tratos.

96. Sujeciones a largo plazo como actos de tortura, es decir, cuando las personas se mantienen en una condición de sujeción física prolongada; esta práctica puede alcanzar el nivel de tortura”.[footnoteRef:60]  [60:  El Relator Especial sobre la tortura ha expresado que “la inmovilización prolongada no es justificable desde un punto de vista terapéutico y que puede constituir tortura o malos tratos.” Op. Cit., supra nota 62, párrs. 37-41, y Comité de los Derechos del Niño, Examen de los Informes Presentados por los Estados Partes con arreglo al Artículo 44 de la Convención, Observaciones finales: Serbia, U.N. Doc CRC/C/SRB/CO/1, 20 de junio de 2008, párr.61.] 


97. Para que una práctica se constituya como tortura, debe cumplir con los cuatro elementos de su definición: (1) debe infligir dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, (2) debe infligirse intencionadamente, (3) debe ser infligida con un fin, y (4) debe ser infligida por el Estado.[footnoteRef:61],[footnoteRef:62] Cualquier acto que no cumpla alguno de estos cuatro elementos podrá constituir malos tratos.  [61:   Asamblea General de las Naciones Unidas, Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, Resolución 39/46, de 10 de diciembre de 1984, articulo 1. Disponible en http://www2.ohchr.org/spanish/law/cat.htm   ]  [62:  A pesar de que existen opiniones acerca de actos considerados tortura por parte de particulares, a efectos de este informe solamente nos referiremos a los actos de tortura atribuidos a autoridades estatales. Sin embargo, es importante resaltar que los actos de malos tratos o tortura que puedan ser atribuibles a familiares de PCD deben ser investigados y sancionados por las autoridades competentes.  ] 


98. Se ha detectado en instituciones psiquiátricas y de asistencia social mexicanas el uso de sujeciones físicas por periodos de tiempo prolongado como forma de control de conducta y tratamiento, lo cual satisface los cuatro elementos de la definición de tortura. El Relator Especial sobre la tortura ha señalado que un factor clave para determinar la existencia de tortura o malos tratos es la indefensión de la víctima.[footnoteRef:63] Los niños y adultos con discapacidad internados en instituciones son extremadamente vulnerables a sufrir abuso debido a su indefensión, ya que son sujetos al control total de la institución. [63:  Nowak, Manfred y Elizabeth MacArthur, The United Nations Convention Against Torture – A Commentary, 2008, p. 77. ] 


99. Otro factor a considerar, es si un acto es infligido con la intención y fin de cometer tortura. El Comité contra la Tortura de Naciones Unidas ha establecido en su Observación General No. 2, que “los elementos de intencionalidad y finalidad del artículo 1 no entrañan una investigación subjetiva de las motivaciones de los autores, sino que deben ser conclusiones objetivas a la luz de las circunstancias.”[footnoteRef:64] Por lo tanto, la motivación para causar sufrimiento no es exigida. Una práctica que inflige dolor severo constituye tortura, aunque el personal médico que pone al paciente bajo sujeción intente proporcionarle tratamiento. Poner a una persona bajo sistemas de sujeción prolongados puede satisfacer el requisito de intencionalidad, porque el personal coloca, a sabiendas, al paciente en esta condición, dado que la orden de un médico general o de un psiquiatra es necesaria para poner a la persona bajo métodos de sujeción. [64:  Comité contra la Tortura, Observación General No. 2, Implementación del artículo 2 por los Estados Parte, U.N. Doc. CAT/C/GC/CRP.1/Rev.4 (2007).] 


100. Tener los brazos y piernas atados a una silla de ruedas o a las esquinas de una cama, impide cualquier control de las funciones corporales básicas, incluyendo la habilidad de alimentarse a sí mismo o la de eliminar desechos corporales.

101. En el Centro de Atención y Salud Mental Estancia Prolongada (CAISAME E.P.) en Guadalajara, Jalisco, se encontró a un hombre joven sujetado a una silla de ruedas de pies a cabeza, imposibilitándolo a mover las extremidades de su cuerpo. Este hombre es la misma persona que fue vista de niño atado a una silla de ruedas en 1999.[footnoteRef:65] Otro caso similar lo representa una mujer en las instalaciones de Sáyago, Estado de México, quien vivió en iguales condiciones 10 años antes en el entonces Hospital Psiquiátrico Ocaranza, en el estado de Hidalgo.[footnoteRef:66]  [65:  Disability Rights International y la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, Abandonados y Desaparecidos: Segregación y Abuso de Niños y  Adultos con Discapacidad en México, (Noviembre, 2010), Capítulo II. Condiciones en instituciones (B).]  [66:   Ibídem.] 


Artículo 16.- Protección contra la explotación, la violencia y el abuso
102. A pesar de lo exigido por el artículo 16, no existe una supervisión sistemática e independiente para regular las instituciones psiquiátricas u otras instituciones de asistencia social, tampoco existen órganos de monitoreo que protejan a las PCD de la explotación, la violencia y el abuso, donde son principalmente las mujeres y los niños las personas más susceptibles a ser víctimas de tales abusos. 

103. Abuso y trata en México. En México hay un estimado de 20,000 niños víctimas de trata cada año.[footnoteRef:67] La falta de asistencia para que las familias mantengan a sus niños con discapacidad en casa puede derivar en su institucionalización, lo cual crea un riesgo alto de abuso y mayor vulnerabilidad a ser sujeto de trata. Niños con discapacidades han llegado a desaparecer de las instituciones de asistencia social públicas o privadas;[footnoteRef:68] dado el contexto que prevalece en México, es probable que éstos hayan caído en un mundo de explotación y abuso.  [67:  Departamento de Estado de los Estados Unidos, Informe 2009 sobre Trata de Personas: México, 16 de Junio de 2009. Disponible en:www.unhcr.org/refworld/docid/4a4214a32d.html (última visita, 29 de Octubre de 2010).]  [68:   Disability Rights International y Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, Op. Cit., supra nota 35, Capítulo. IV Desapariciones, Explotación y Trata.] 


104. A pesar de que muchos niños son puestos en estas instituciones por motivos diferentes a una discapacidad, se tiene la certeza de que existe entre esta población, un nivel alto de discapacidad mental. Asimismo, aquellos niños institucionalizados como aquellos que son víctimas de explotación, abuso y violencia tienen mayor susceptibilidad a adquirir una discapacidad mental.[footnoteRef:69] [69:   Ídem, Capitulo III Segregación de niños con discapacidad (D).] 


105. El Relator Especial de Naciones Unidas sobre la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la utilización de Niños en la Pornografía ha enviado una petición urgente al gobierno de México respecto de los niños desaparecidos en las instituciones administradas por la Iglesia Restaurada Cristiana;[footnoteRef:70] niños de 1 o 2 años, retirados de sus familias, fueron puestos en instituciones por el gobierno mexicano.[footnoteRef:71] Cuando las familias solicitaban visitar a los menores, las autoridades desconocían de su paradero.[footnoteRef:72] [70:  Informe del Relator Especial sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, Promoción y protección de todos los derechos humanos, civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, incluyendo el derecho al desarrollo, Visita a México, A/HRC/7/8/Add.2,24 de enero de 2008, por Juan Miguel Petit, [en adelante Relator Especial sobre la venta de niños], párr. 37.  ]  [71:  Ídem, párr. 43.]  [72:  Ibídem.] 


106. En enero de 2009, de dos instituciones[footnoteRef:73] administradas por la orden religiosa “Los Elegidos de Dios”,[footnoteRef:74] fueron rescatados 126 niños y 11 fueron reportados perdidos. Algunos de los infantes rescatados fueron reubicados por las autoridades en “La Casita del Sur”, institución administrada por la misma orden religiosa.[footnoteRef:75] Meses después, en la referida institución, las autoridades encontraron que los niños habían sido golpeados, dejados sin alimentos por días, encerrados en cuartos oscuros o armarios durante más de dos días e imposibilitados de ver a sus padres,[footnoteRef:76] además descubrieron que el personal de la institución había estado implicado en la desaparición y trata de 14 menores.[footnoteRef:77] [73:  Estas instituciones estaban ubicadas en San Pedro Mártir y en San Miguel Xicoténcatl, en Tlalpan.
Tlalpan. Ib., párr. 47.]  [74: Informe del Relator Especial sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, Promoción y protección de todos los derechos humanos, civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, incluyendo el derecho al desarrollo U.N. Doc. A/HRC/14/32/Add. 1 (31 mayo, 2010)  párr 47.]  [75:  Ibídem.]  [76:  Ibídem, párr.46.]  [77:  Ibídem, párr.50.] 


107. En 2010, las autoridades mexicanas identificaron otra institución, el “Instituto de Rehabilitación de Alcohol y Drogadicción Hospital Santo Tomás, Los Elegidos de Dios,” donde mujeres y niñas eran sujetas de abuso sexual y trata.[footnoteRef:78] En la casa hogar “Adulam” también han habido reportes de niños internados y agredidos de hasta 18 años, así como reportes de la falla de las autoridades para responder ante esta situación.[footnoteRef:79]  [78:  “Descubren casa del horror en Iztapalapa; liberan a 107 personas”, en Proceso (3 de diciembre de 2009).]  [79:  Red por los Derechos de la Infancia en México, La REDIM en México expresa su preocupación ante los distintos acontecimientos que muestran las fragilidades de las instituciones públicas para garantizar la protección de los derechos de niñas y niños sin cuidados parentales (9 de agosto de 2010). Disponible en www.derechosinfancia.org.mx/Especiales/pronunciamientodifcancun.html (última visita, 15 de noviembre de 2010).] 


108. Con base en los hallazgos de abuso sexual y trata en la casa hogar “Adulam” y en la orden religiosa “Los Elegidos de Dios”, una autoridad de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (CDHDF) informó que aún no se ve un escenario en el que lo que lo ocurrido en “La Casita del Sur” no vuelva a suceder, ya que la recomendación del caso fue hecha pública en abril de 2009, y en 2010 se supo lo que estaba pasando en la casa hogar “Adulam” y en el Instituto “Los Elegidos de Dios”. Como resultado de estos casos, el gobierno de la Ciudad de México ha adoptado una legislación para crear una nueva Defensoría de los Derechos de las Niñas y los Niños del Distrito Federal; sin embargo, esta Defensoría aún no se encuentra en operación. Lo más importante es que aún no hay alternativas, basadas en la comunidad, diferentes a la institucionalización. Para los niños que enfrentan el abuso en sus casas o cuyos padres simplemente no pueden mantenerlos por la falta de apoyos a sus discapacidades, no queda otra opción distinta a la de la institucionalización.[footnoteRef:80] Sin lugar a dudas, las consecuencias de los casos señalados dejan de manifiesta la grave ausencia de alternativas basadas en la comunidad diferentes a la institucionalización.  [80:  Abandonados y Desaparecidos, supra nota 35, Capítulo IV Desapariciones, Explotación y Trata, Sección A Peligro de abuso y trata.] 


109. Peligros por la falta de supervisión. La situación en “La Casita del Sur” evidencia las deficiencias del sistema de protección de la niñez. La red de pequeñas instituciones privadas para niños con discapacidad es el sistema que usa México para dar hogar a niños de la calle o a cualquier otro niño de quien su familia no se ocupa. De acuerdo con CDHDF, la mayoría de los niños en estas instituciones han sufrido de trauma psicológico por abuso en la familia o en las mismas instituciones.[footnoteRef:81] En consecuencia, muchos de estos infantes son agresores potenciales. [81:  Véase V. Keeping Children Out of Harmful Institutions: Why we should be investing in family-based care. (Corinna Csáky, Chair of the Save the Children Child Protection Initiative Task Group on Appropriate Care, 2009)] 


110. De acuerdo con el jefe de la Unidad de Asistencia e Integración Social del SNDIF, ellos son responsables de monitorear el sistema de instituciones para la niñez. Sin embargo, afirmó que esto no sucede en la realidad ya que la ley no es clara respecto a la autoridad que debe responsabilizarse. Asimismo, confirmó que el SNDIF depende de las autoridades estatales para recibir información acerca de las instituciones de atención de la niñez, pero no tienen modo de exigirla y, en la práctica, muchos estados simplemente no responden a las solicitudes de las autoridades federales. 

111. Hay una grave falta de información, particularmente acerca de niños con discapacidades. El SNDIF informó que no posee datos sobre la institucionalización de niños con “discapacidades severas”, porque esto es competencia de la Secretaría de Salud. El titular de los Servicios de Atención Psiquiátrica de la Secretaría de Salud afirmó que toda la información sobre niños con discapacidad es responsabilidad del SNDIF. Esto refleja la falta de coordinación y de efectiva asignación de responsabilidades de las instituciones públicas para la protección de la infancia y más de aquélla con alguna discapacidad. 
Artículo 19.- Derecho a vivir de forma independiente y ser incluido en la comunidad
112. La legislación mexicana no prevé la protección al derecho a la vida independiente de las PCD tal y como lo prevé la Convención. La razón principal de la segregación de las PCD en las instituciones en México es la falta de servicios basados en la comunidad para que reciban apoyo dentro de la misma comunidad. De acuerdo con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH), para dar cumplimiento al derecho a la integración en la comunidad, este derecho debe: 1) ser legalmente reconocido y exigible; 2) estar incluido en políticas y planeación nacionales, y 3) ser implementado a través de la creación de servicios en la comunidad.[footnoteRef:82] [82:  Informe Anual de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos e Informes de la OACNUDH y del Secretario General: Estudio temático preparado por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos para mejorar el conocimiento y la comprensión de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, 10º periodo de sesiones, U.N. Doc.A/HRC/10/48 (26 de enero de 2009). Disponible en http://www2.ohchr.org/english/bodies/hrcouncil/docs/10session/a.hrc.10.48_sp.pdf, párrs. 50 y 51.] 


113. 1) Reconocimiento legal del Derecho a la Integración en la Comunidad. México tiene tres disposiciones normativas que están relacionadas con la integración de PCD en la comunidad: (1) Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, (2) Ley General de Salud, y (3) Norma Oficial Mexicana 025.

114. La nueva Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad no cuenta con ninguna disposición que establezca la creación de servicios comunitarios. Por el contrario, decreta como obligación de la Secretaría de Salud y la Secretaría de Desarrollo Social el promover la apertura de instituciones para albergar a PCD. En lugar de crear nuevas oportunidades para la integración comunitaria, esta nueva Ley refuerza el sistema de segregación ya existente en México para la atención de PCD.

115. La Ley General de Salud regula la institucionalización, pero no contempla lo referente a servicios comunitarios. No establece el derecho a la integración en comunidad, ni que el propósito de la rehabilitación sea la reintegración social. 

116. El derecho a la integración en comunidad se encuentra establecido en la Norma Oficial Mexicana 025,[footnoteRef:83] que incluye disposiciones normativas para la creación de servicios basados en la comunidad; sin embargo, esta norma no es exigible, ni crea obligaciones reales para los estados.  [83:  NOM 025-SSA2-1994, Op. cit., supra nota 52.] 


117. 2) La inclusión del derecho a la integración de la comunidad en las políticas nacionales o de planeación. México también falla en el cumplimiento de este elemento. Tal como señaló el titular de los Servicios de Atención Psiquiátrica en 2009, el gobierno federal mexicano no ha destinado los fondos necesarios para implementar las disposiciones de salud mental que contemplan el derecho a la atención en la comunidad.[footnoteRef:84] Autoridades de salud mental informaron que ninguna partida del presupuesto de salud mental es específicamente designada a la salud mental comunitaria.[footnoteRef:85] En la práctica, el llamado “Programa de Acción Específico 2007-2012, Atención en Salud Mental” no es más que una declaración de valores en lugar de una política o plan públicos verdaderos. A pesar de las afirmaciones del gobierno, no hay un plan real para la creación de servicios comunitarios para las PCD.  [84:   Disability Rights International y Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, Abandonados y Desaparecidos: Segregación y Abuso de Niños y Adultos con Discapacidad en México, (2010). Capítulo I La segregación de la sociedad de personas con discapacidad mental.]  [85:   Secretaría de Salud, Programa de Acción Específico 2007-2012, Atención en Salud Mental, México, 2008, p.5.7.] 


118. 3) Ser implementado a través de la creación de servicios en la comunidad.
En visitas a veinte instituciones psiquiátricas y de asistencia social,[footnoteRef:86] se encontraron más de 1,890 niños y adultos que son segregados de la sociedad. Esto constituye sólo una pequeña parte del número total de individuos internados en estas instituciones, ya que de acuerdo con la Secretaría de Salud, en México se cuenta con 33 unidades hospitalarias de psiquiatría y salud mental.[footnoteRef:87] La cantidad real de personas recluidas en hospitales psiquiátricos y de salud mental puede ser mucho mayor, ya que el sistema es descentralizado y el gobierno federal no controla, ni regula muchas de las instituciones que son dirigidas a nivel estatal; como es el caso del SNDIF, que desconoce el total de niños que hay en sus instituciones; lo mismo ocurre en aquéllas adscritas a la Secretaría de Salud.  [86:  Visitas efectuadas por DRI y CMDPDH. Op. Cit., supra nota 35. Véase Lista de instituciones mexicanas. ANEXO 6. ]  [87:  Secretaría de Salud, Programa de Acción Específico 2007-2012, Atención en Salud Mental, México, 2008, p. 51.] 


119. El titular de los Servicios de Atención Psiquiátrica de la Secretaría de Salud Federal explicó que sólo 2% del presupuesto federal de salud se destina a los servicios de salud mental, y que de esto, nada se dirige a la creación de servicios basados en la comunidad.[footnoteRef:88] [88:  Entrevista de Septiembre de 2010. ] 


120. Institucionalización de niños. Las instituciones para niños son una puerta a la internación de por vida, en particular, para los niños con discapacidad. Las autoridades han reportado que una vez puestos en instituciones, se espera que los niños con discapacidad permanezcan ahí de por vida, debido a una falta de programas para integración a la comunidad.[footnoteRef:89] Los individuos con discapacidad que crecen en orfanatos, de manera frecuente pasan el resto de sus vidas en instituciones para adultos.[footnoteRef:90] En México no existen programas de adopción específicos para niños con discapacidad, ni esfuerzos para ayudarlos a que regresen al cuidado de sus familiares.  [89:   DRI CITAR Disability Rights International y Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, Abandonados y Desaparecidos: Segregación y Abuso de Niños y Adultos con Discapacidad en México, (2010). Capítulo I La segregación de la sociedad de personas con discapacidad mental.]  [90:  DRI CITAR  Ídem, Capítulo I La segregación de la sociedad de personas con discapacidad mental (A).	] 


121. Reclusión en instituciones debido a la carencia de servicios comunitarios. Incluso cuando las personas tienen familias que cuiden de ellos, muchas se ven forzadas a internarse en instituciones debido a la falta de medicamentos o de apoyo en la comunidad. A menudo, las familias colocan a sus parientes en la institución simplemente porque no pueden pagar el costo de los medicamentos en la comunidad.[footnoteRef:91]   [91:  Ejemplos claros de la colocación de individuos en instituciones por sus familiares debido a que no pueden costear el medicamento, se encontraron en el CAISAME E.P. Guadalajara, en donde las autoridades explicaron: “la gente vive aquí, ellos no tienen acceso a medicamentos, si sufren crisis de nuevo tienen que regresar.” Asimismo, en el Hospital José Sáyago del Estado de México, una mujer, quien a pesar de ser capaz de tener un trabajo en la comunidad, fue llevada por su madre a la institución porque era el único lugar en donde su hija podría recibir medicamentos. Ídem, Capítulo l (B).  ] 


Artículo 24.- Educación
122. Aunque México ha tenido avances en materia de educación, éstos han resultado insuficientes, por lo que aún se debe hacer frente a tres grandes desafíos que son: lograr la cobertura con equidad; la calidad de los procesos educativos y niveles de aprendizaje; y la integración y funcionamiento del sistema educativo, especialmente para fomentar la inclusión de las PCD.

123. En lo que respecta a la equidad, el país, al tener un desarrollo desigual, impide que los beneficios educativos alcancen a toda la población, en particular a los grupos de mayor marginación y vulnerabilidad. De acuerdo con los resultados del XII Censo General de Población y Vivienda 2000,[footnoteRef:92] mientras 91% del total de la población entre 6 y 14 años asiste a la escuela, entre las personas con discapacidad el número baja de forma considerable hasta 63%, lo cual refleja falta de equidad en el acceso a los beneficios de la educación. [92:  El censo de 2010 no incluyó preguntas que arrojaran información actualizada en materia de educación para personas con discapacidad, por tanto, se siguen utilizando las cifras que datan desde el año 2000.] 


124. De los jóvenes con discapacidad que tienen entre 15 y 29 años, sólo 15.5% asiste a la escuela. Casi 10% de la población total del país que tiene 15 años y más no sabe leer y escribir; en la población con discapacidad este dato representa 32.9%. De cada 100 PCD mayores de 15 años: 36 no cursan ningún grado escolar, 46 tienen educación básica (primaria y secundaria) incompleta, 7 tienen educación básica completa, 5 han cursado algún grado de educación media superior, y 4 cuentan con educación superior.[footnoteRef:93] [93:  Instituto Nacional de Estadística y Geografía. INEGI. http://cuentame.inegi.org.mx/impresion/poblacion/discapacidad.asp] 


125. Resalta además el desconocimiento de la Secretaría de Educación Pública (SEP) respecto del número de PCD que tiene inscritas en el nivel medio en México, así como del personal capacitado para atender a dichas personas.[footnoteRef:94] La SEP tampoco registra información sobre el número de escuelas que cuentan con infraestructura de accesibilidad para PCD, número y contenido de materiales impresos en braille, y acciones de sensibilización a la población estudiantil sobre la discapacidad.[footnoteRef:95] [94:  Respuesta a la solicitud de información pública folio 0001100114910, proporcionada por la SEP. ANEXO 7.]  [95:  Ibid.] 

En lo referente a los puntos 2 y 4 de cuántas personas con discapacidad están inscritas en escuelas de educación pública regular a nivel medio, y cuántos profesionales de la educación se encuentran capacitados para proporcionar servicios a personas con discapacidad en la educación regular a nivel medio, le comento que los cuestionarios (…) no captan estos datos.
Con respecto a su solicitud de información (…) en lo referente a qué medidas se han implementado para la protección específica de mujeres y niños con discapacidad en el ámbito de la educación; cuántas escuelas cuentan con la infraestructura de accesibilidad para las personas con discapacidad; cuántas y qué contenidos se han impreso libros de texto gratuito en sistema braille; de qué manera se sensibiliza a la población estudiantil sobre la discapacidad, y qué “ajustes razonables” se han realizado a fin de asegurar el acceso a la educación a las personas con discapacidad de 2008 a la fecha, sobre estos aspectos le comento que esta Dirección de Área no cuenta con la información.
126. Resulta preocupante también la disponibilidad de bibliotecas para personas con discapacidad visual. Las autoridades reportan que tienen conocimiento de 3 bibliotecas públicas en la Ciudad de México que ofrecen servicio para PCD visual.[footnoteRef:96]  [96:  Información proporcionada por la SEP en respuesta a solicitud de información pública folio 000110011510. ANEXO 8.] 


Artículo 25.- Salud
127. A pesar de que el derecho a la salud es un derecho humano reconocido en varios instrumentos de derechos humanos, tiene especial reconocimiento en la CDPD debido a su relación con las necesidades específicas de las PCD. La CDPD proporciona una valiosa guía para los gobiernos sobre la forma en que un derecho más amplio pueda garantizar que las PCD disfruten del “más alto nivel posible de salud física y mental”.

128. Se ha documentado una amplia gama de riesgos para la salud en las instituciones psiquiátricas e instituciones de atención de estancia prolongada en México, incluyendo: (1) la falta de medicamentos básicos y de asistencia médica,[footnoteRef:97] (2) el uso excesivo y altas dosis de medicamentos psicotrópicos,[footnoteRef:98] (3) la falta de atención odontológica, (4) el uso de sujeciones por periodos prolongados tanto en camas como en sillas de ruedas,[footnoteRef:99] (5) la falta de terapia física, especialmente en personas con parálisis cerebral, (6) las condiciones de vida antihigiénicas e insalubres, y (7) la falta de atención afectiva y estímulo social es especialmente peligrosa para los niños, lo que puede llevar a una "falta de crecimiento" que puede ser potencialmente mortal.[footnoteRef:100] La mayoría de las instituciones no cumple de manera integral con las modalidades que deben de observarse en la prestación de atención médica como lo establece la ley. Esto significa que tanto la privación de la libertad misma de las personas en situación de abandono, como las condiciones inadecuadas y la inactividad en la que se encuentran, hacen imposible una rehabilitación tendiente a mejorar su estado de salud. [97:  Por ejemplo, en el Hospital Cruz del Sur, en Oaxaca, una enfermera contó en septiembre de 2010, que la institución carecía de las más básicas medicinas, incluyendo aquéllas para infartos al miocardio y otros padecimientos que pueden ser fatales. Por las tardes y en las noches, señaló que no había siquiera psiquiatras o doctores para administrar los medicamentos existentes en caso de que alguien enferme, y que en algunas instituciones no existe manera para fácilmente transferir a residentes a hospitalización general para atención en salud somática. Disability Rights International y la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, Op. Cit, supra nota 35, Capítulo VI Violaciones al Derecho Internacional (D).]  [98:  Al respecto, en todas las instituciones visitadas  se encontraron pacientes sufriendo de uso excesivo y altas dosis de medicamentos psicotrópicos. En estas, las autoridades reportaron que los medicamentos psicotrópicos son utilizados para controlar comportamientos difíciles en lugar del uso de formas menos invasivas y más específicas para la terapia conductual. En el Samuel Ramírez Moreno, el subdirector refirió que debido a las restricciones presupuestarias, habían tenido que utilizar medicamentos menos costosos a pesar de tener mayores efectos colaterales. Ibídem.]  [99:  Disability Rights International y la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, Abandonados y Desaparecidos: Segregación y Abuso de Niños y Adultos con Discapacidad en México, (Noviembre 30, 2010), Capítulo VI Violaciones al Derecho Internacional (D). ]  [100:  Frank, Deborah A. et. al., Organización Panamericana de la Salud, Evaluación de Servicios de Salud Mental en la República Mexicana, 2004, p.1545.] 


129. Lo anterior refleja la carencia en los servicios de salud para un grupo específico de PCD. Sin embargo, las malas condiciones en el ámbito de la salud son visibles de manera general. Al requerir información sobre el número de PCD atendidas en dos instituciones públicas que cubren la mayor parte de servicios de salud en México, a saber, el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) y el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE), el primero sostiene que la inscripción de los asegurados al IMSS no se clasifica por tipo de discapacidad, por lo tanto, la Dirección de Incorporación y Recaudación del Instituto no dispone de este tipo de información.[footnoteRef:101] [101:  Respuesta a solicitud de información pública, folio 0064100567810 presentada ante el Instituto Mexicano del Seguro Social a través del INFOMEX Gobierno Federal. ANEXO 9.] 


130. La segunda institución se declaró incompetente para responder a la solicitud, en razón de no contar con alguna información.

Artículo 27.- Trabajo
131. Es casi nulo el papel que desempeñan en el mercado laboral las PCD. Las perspectivas de empleo aún son limitadas, lo que refleja por un lado la marcada diferencia de oportunidades desde la formación académica, y por otro, una falta de voluntad por parte de los poderes públicos para garantizar que los mercados laborales respondan debida y positivamente a las necesidades particulares que supone la discapacidad.

132. Aunque existen importantes avances para facilitar el acceso al trabajo de personas en condiciones de vulnerabilidad, incluidas las PCD, hacen falta acciones específicas para estas últimas. 

133. La Ley Federal del Trabajo no contempla situaciones explícitas relativas a las condiciones de trabajo de las PCD. Los artículos que regulan la situación de “incapacidad” o de “invalidez” son relativos a las situaciones del riesgo de trabajo, las condiciones de la suspensión o terminación de la relación laboral y su indemnización. Dichos artículos tienen un enfoque claramente médico y asistencial. Este enfoque es superado por la CDPD al establecer un enfoque de derechos humanos, aunque no se ha incorporado en la legislación laboral. 

134. Los programas de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS) se limitan a reportar trimestralmente las acciones que realizan las redes de inclusión laboral reportando cuantas PCD se colocaron, sexo, edad, tipo de discapacidad; sin embargo, no existe seguimiento a las condiciones de seguridad en el trabajo, permanencia, capacitación, y derechos laborales, propiciando casos de violación a sus derechos laborales.

135. La STPS, en su normativa interna, condiciona la oferta de trabajo de las redes de vinculación laboral sin otorgarles voz y voto a las PCD. Por otra parte, no se han actualizado los planes de trabajo que orienten las políticas de inserción laboral para las PCD. 

136. A pesar de la existencia de una Comisión de atención a PCD dentro del IMSS, poco efecto tiene su trabajo.

137. Es de resaltar además, que la STPS no cuenta con información confiable sobre número de PCD que trabajan en las instituciones del sector público, ni del tipo de trabajo que desempeñan, lo cual permite dudar de la objetividad de los programas laborales y de la afirmación de que existe oferta laboral para este sector de la población.[footnoteRef:102]  [102:  Se preguntó a la STPS ¿Cuántas personas con discapacidad trabajan en el sector público? ¿Qué tipo de puestos desempeñan? Indicar número de personas por cada institución pública y por puesto que desempeñan. La instancia respondió: “Esta Dirección General no es competente respecto de la información que se solicita”. ANEXO 10.] 


Artículo 29.- Participación en la vida política y pública
138. Es frecuente que las PCD apenas tengan voz en el proceso democrático en México. Incluso cuando se hacen oír, no necesariamente se les escucha. La falta de participación en el debate político puede dar lugar a que se formulen políticas públicas sin la intervención activa de los grupos que con más probabilidad se verán afectados por su resultado. Puede llevar a su aislamiento respecto de los procesos democráticos y al escepticismo acerca de la posibilidad de que se les haga justicia en aplicación de la ley.  

139. El derecho a presentarse a las elecciones y a votar a menudo se les niega explícitamente a algunas PCD. Aunque el derecho al voto está protegido por la ley, en la práctica un sinnúmero de factores pueden anularlo. Entre ellos figuran la falta de colegios electorales accesibles, de material (por ejemplo en Braille) y de transporte a las casillas electorales.

140. Los materiales electorales accesibles son insuficientes. Se tiene conocimiento de que el Instituto Electoral del Distrito Federal (IEDF) cuenta con una reducida cantidad de mascarillas Braille que permiten el ejercicio del voto electoral a PCD visual. No obstante, al ser la única institución electoral que cuenta con este sistema, otras instituciones de la misma índole le solicitan las mascarillas en préstamo durante sus procesos electorales. Si bien se trata de una medida de accesibilidad, ésta no cubre las necesidades de toda la población con discapacidad y las necesidades particulares de todas las discapacidades.[footnoteRef:103] [103:  Respuesta a solicitud de información pública proporcionada por el IEDF. ANEXO 11.] 


Artículo 33.- Aplicación y seguimiento nacionales
141. El 21 de febrero de 2011 se designó de manera oficial como marco encargado de la Promoción, la Protección y la Supervisión de la aplicación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, a la CNDH y a las 32 comisiones estatales de derechos humanos (CEDH). Esta decisión generó inconformidad entre organizaciones de la sociedad civil al no haber sido tomadas en cuenta en el proceso de tan importante designación, lo cual constituye la violación al párrafo 3 del artículo 33.[footnoteRef:104] Incluso las CEDH cuestionan el proceso de designación. [104:  Que establece que la sociedad civil, y en particular las personas con discapacidad y las organizaciones que las representan, estarán integradas y participarán plenamente en todos los niveles del proceso de seguimiento.] 


142. Tanto para las PCD, como para la sociedad civil en general, la Convención supone una gran oportunidad para llevar a cabo en conjunto con el Estado Mexicano, un verdadero ejercicio para la aplicación, seguimiento, monitoreo y evaluación de las políticas públicas y programas que se establezcan en los tres niveles de gobierno.

143. Durante muchos años la sociedad civil ha demostrado la necesidad de que sea tomada en cuenta en el diseño de políticas públicas en materia de derechos humanos. En este sentido es que debe garantizarse la conformación de un marco que atienda la más amplias necesidades de la población con discapacidad y de la sociedad civil que trabaja en su beneficio.

144. Se requiere primero, la incorporación dentro del marco, de organismos civiles de derechos humanos, de organizaciones que laboran a favor de las PCD, personas con discapacidad, especialistas en temas relacionados con la discapacidad, y sector privado, principalmente. La garantía debe ser establecer una fórmula para instaurar un órgano asesor, cuyas propuestas sean realmente tomadas en cuenta. Es decir, la sociedad civil no precisa tener voz, sino voto también para que sus propuestas, análisis, observaciones sean incorporadas en el diseño de los mecanismos que se establecerán, tanto en el ámbito federal como local.

145. La conjunción de saberes y experiencias sin duda alguna serán de gran valor para la toma de decisiones que tendrán que influenciar en las políticas públicas en los dos ámbitos -federal y local- sobre todo porque hay una gran disparidad en ellas. Actualmente no existen criterios uniformes para garantizar los plenos derechos de las PCD, los esfuerzos que se tienen son insuficientes, varios de estos esfuerzos quedan bajo la discrecionalidad de los gobernantes con partidas presupuestales que son distribuidas al arbitrio sin control, ni objetivos claros que favorezcan el desarrollo de las PCD. No se cumple con la transparencia, ni rendición de cuentas. Éste es uno de los puntos de gran preocupación. 

146. Los órganos autónomos de derechos humanos tienen que comprometerse para que la sociedad civil participe en el seguimiento y evaluación del mecanismo de la puesta en marcha de la Convención, además que deben ser el puente con los gobiernos locales para diseñar políticas acordes. Estos criterios deben ser uniformes, sin importar el número de PCD o el tipo de discapacidad predominante o el presupuesto designado en cada entidad. Todas las PCD en las entidades federativas deben tener acceso a los derechos de forma igual, así sean entidades grandes, medianas o pequeñas. 

147. Las organizaciones de derechos humanos y que trabajan a favor de las PCD requieren se asegure su participación en el marco, con base en lo que establece la Convención. Debe tomarse con seriedad el compromiso de que los órganos autónomos desempeñarán un papel no sólo de interlocución con la sociedad civil y las diversas autoridades, sino también el hacer propuestas idóneas para contar con políticas públicas con perspectiva de derechos humanos y en especial los derechos de las PCD. 



RECOMENDACIONES AL ESTADO MEXICANO
Sobre:
Artículo 4.- Obligaciones generales 

Armonización legislativa
148. Recomendación 1. Asegurar que el Reglamento de la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad otorgue facultades específicas a cada instancia gubernamental para que implementen las acciones necesarias en el ámbito de sus competencias con el fin de garantizar una atención integral y transversal a las necesidades de las PCD, con relación al pleno goce y ejercicio de sus derechos, contenidos en la Ley y la Convención.

149. Recomendación 2. Reformar la Ley General para establecer y garantizar el derecho de las PCD a vivir en la comunidad, a través de servicios basados en la comunidad y de tal manera, se obligue al Estado a prohibir la creación de más instituciones de internamiento. 

150. Recomendación 3. Reformar las leyes federales y locales en materia de discapacidad, discriminación, educación, trabajo y vivienda con el fin de establecer acciones que garanticen la inclusión, independencia y participación de las PCD en la comunidad, así como prohibir su discriminación.

151. Recomendación 4. Regular la coordinación en el cumplimiento eficaz de la Convención entre el ámbito federal y local de gobierno.

152. Recomendación 5. Revisar en su totalidad las disposiciones jurídicas en materia de salud, de procedimientos de internamiento psiquiátrico y de acceso a la justicia a fin de que éstas sean compatibles con los artículos 12, 13, 14 y 19 de la CDPD.

153. Recomendación 6. Crear un mecanismo o dotar de facultades a las instancias existentes, que cuente con la participación de las comisiones de derechos humanos, organizaciones de la sociedad civil y PCD, que funjan como mecanismo de supervisión de las instituciones que tengan bajo su responsabilidad o ámbito de competencia a PCD. 

154. Recomendación 7. Fortalecer la legislación en materia de responsabilidades de los servidores públicos, con el fin de sancionar las prácticas discriminatorias hacia PCD, así como los abusos y violaciones cometidos dentro de las instituciones. 

155. Recomendación 8. Crear a nivel federal y en todos los estados, mecanismos de sanciones y responsabilidades públicas y civiles respecto de actos de discriminación, abusos y violación de los derechos de las PCD, cometidos por particulares.

Presupuesto
156. Recomendación 9. Fijar partidas presupuestales para las instancias gubernamentales de desarrollo social y demás competentes en el ámbito federal y locales, con el objeto de crear espacios comunitarios de vivienda, rehabilitación e inclusión para PCD, particularmente aquéllas con discapacidad intelectual y psicosocial. 

Medidas administrativas
157. Recomendación 10. Las instituciones públicas deben contar con personal capacitado en el sentido más amplio y sensibilizado, para atender a las PCD, generando los ajustes razonables o apoyos, según corresponda a cada tipo de discapacidad.

Políticas públicas
158. Recomendación 11. Es preciso que los actores involucrados en el diseño de la política pública federal o estatal otorguen tiempo a realizar investigación sobre las necesidades reales y no supuestas, de todos los tipos de discapacidad, ya que los programas existentes se dirigen casi en su totalidad a la atención de la discapacidad motora. Lo anterior implica implementar  medidas de consulta, evaluación, actualización y monitoreo de las políticas públicas y de las instituciones que las ejecutan, así como para su transparencia y rendición de cuentas. 

159. Recomendación 12. Regular la vigilancia a los programas de financiamiento público dirigido a beneficiar a PCD, a través de la implementación de figuras civiles como comités ciudadanos.

160. Recomendación 13. Con el objeto de fortalecer el potencial de las PCD mental para tomar decisiones significativas, autónomas e independientes deben crearse programas que, al momento, provean apoyo para la toma de sus decisiones. Ello incluye la capacitación en los tres poderes del Estado y en todos los niveles de gobierno, desde las personas que diseñan las políticas públicas en la materia, el personal en instituciones y los programas comunitarios. 

161. Recomendación 14. Asignar presupuesto suficiente a programas para la inclusión social de PCD que impliquen el cierre progresivo de instituciones de internamiento, en lugar de invertir en infraestructura o construcción de nuevas instituciones. Lo anterior, en concordancia con el artículo 19 de la Convención.

Artículo 5.- Igualdad y no discriminación
162. Recomendación 15. Garantizar mediante la modificación del marco normativo y la creación o modificación de mecanismos de revisión y sanción, que en todos los niveles y ámbitos de los servicios públicos y privados, se generen condiciones que aseguren la inclusión de las PCD sin discriminación.  

Artículo 6.- Mujeres con discapacidad
163. Recomendación 16. Concebir y ejecutar, en colaboración con las mujeres y organizaciones locales programas con perspectiva de género, sobre todo en medios rurales.

164. Recomendación 17. Garantizar el acceso de las mujeres con discapacidad a la información y a los servicios disponibles en el ámbito del combate y prevención de la violencia hacia la mujer. 

165. Recomendación 18. Establecer protocolos de actuación con perspectiva de género con las dependencias encargadas de procurar la prevención, atención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres; ya que existen mujeres con discapacidad que son severamente violentadas y mujeres violentadas que adquieren la discapacidad, sin que existan en la actualidad programas específicos impuestos por el Estado para su especial protección.

166. Recomendación 19. Incluir en los instrumentos normativos del ámbito federal y local, la perspectiva de género y discapacidad.

167. Recomendación 20. Visibilizar y atender clara y oportunamente las condiciones de discriminación agravada que viven las mujeres con discapacidad (con motivo de su género, edad, pobreza, preferencia sexual, origen étnico, estado de reclusión penal, entre otras condiciones).  

Artículo 8.- Toma de conciencia
168. Recomendación 21. Diseñar, implementar y revisar programas y campañas permanentes de difusión, información y sensibilización para el respeto e inclusión social de las personas con discapacidad, en todos los niveles de gobierno y dirigidos a todos los sectores de la sociedad y gobierno. 

169. Recomendación 22. Diseñar e implementar programas de acompañamiento a familiares de las personas con discapacidad desde el momento en que ésta se manifieste.

170. Recomendación 23. Modificar los instrumentos normativos a fin de que se elimine el lenguaje inadecuado sobre discapacidad y se utilice de forma consistente la terminología establecida en la Convención.

Artículo 9.- Accesibilidad
171. Recomendación 24. Asegurar la accesibilidad en todas las formas que requiere cada discapacidad, en la infraestructura básica, equipamiento y espacios públicos, así como en el servicio de transporte, en los medios de comunicación y en los procesos de acceso a la justicia. Lo anterior, en zonas urbanas y especialmente en zonas rurales, considerando de manera transversal el diseño universal y los ajustes razonables.

Artículo 12.- Igual reconocimiento como persona ante la ley
172. Recomendación 25. Realizar reformas legales que garanticen el derecho de toma de decisiones de las PCD de forma plena, autónoma e independiente. Nos referimos especialmente a la necesidad de suprimir la figura jurídica de interdicción y la transformación de la tutela en un mecanismo legal de apoyos para el ejercicio de la capacidad jurídica y la toma de decisiones de acuerdo a la Convención.

173. Recomendación 26. Revisar y adecuar las disposiciones jurídicas en materia de salud y procedimientos de internamiento psiquiátrico, a fin de hacerlas compatibles con los artículos 12 y 14 de la CDPD y se garantice que las personas no serán detenidas arbitrariamente.




Artículo 13.- Acceso a la Justicia
174. Recomendación 27. Las personas con discapacidad, deben recibir el apoyo individual y la representación legal adecuada que garantice su derecho de acceso a la justicia y sean contempladas como sujetos de plena capacidad jurídica. Tanto el apoyo individual en la toma de decisiones como los recursos para proporcionar a los individuos defensa y representación legal, son esenciales para asegurar el acceso a la justicia de las personas internadas en instituciones. Para asegurar el acceso a la justicia de personas con discapacidad, el Estado podría considerar modelos probados de mejores prácticas para garantizar tal acceso.

175. Recomendación 28. Proporcionar capacitación a todos los servidores públicos del sistema de justicia penal en materia de discapacidad, particularmente sobre discapacidad mental, a fin de que se garantice el debido proceso legal, se brinde un trato digno y sin discriminación, así como determinar en la medida correspondiente, una sanción distinta a la prisión a las PCD. 

176. Recomendación 29. Proporcionar capacitación a todos los servidores públicos del sistema penitenciario en materia de discapacidad, particularmente sobre discapacidad mental, a fin de garantizar un trato digno a las PCD y la correcta implementación de programas de atención, rehabilitación y reinserción social de las PCD que en reclusión penitenciaria se encuentran. 

177. Recomendación 30. Crear dentro del proceso penal, recursos o instancias para la determinación de los apoyos y ajustes necesarios para garantizar el acceso a la justicia y debido proceso legal a PCD mental, desde el momento de su detención, hasta la determinación y ejecución de la sanción impuesta.

178. Recomendación 31. Garantizar que toda persona privada de su libertad en instituciones psiquiátricas o en instituciones distintas a las penales, goce y ejerza el derecho a que su detención sea revisada y sancionada por un juez competente, independiente e imparcial. 

179. Recomendación 32. Reforzar e implementar en ley, medidas distintas a la reclusión para alejar de la cárcel y de los psiquiátricos a las personas con alguna discapacidad mental que cometieron un delito, estableciendo las garantías necesarias para que reciban tratamientos de rehabilitación y reintegración comunitarios desde el momento de su detención hasta la determinación de su situación jurídica. 

180. Recomendación 33. Comprometerse a la atención de personas con discapacidades mentales. Los legisladores, los funcionarios del Poder Ejecutivo, incluyendo a los administradores de penitenciarías y rehabilitaciones, deben asignar recursos adecuados para identificar y tratar a las y los reclusos con discapacidad mental y, en forma simultánea, reducir progresivamente el número de PCD mental en las cárceles y en cualquier institución, hasta el total desuso de estas medidas de detención. El reto de las instituciones públicas es crear una red de tratamiento integral que garantice la plena reintegración social, en la que se invierta por largo tiempo.

181. Recomendación 34. Proteger a las PCD mental en estado de reclusión. Las y los reclusos con discapacidad mental son una población particularmente vulnerable, por lo tanto, y hasta que la prisión sea eliminada como sanción penal, deben ser ubicados en unidades terapéuticas seguras con programas integrales de rehabilitación y reintegración social. 

182. Recomendación 35. Las instalaciones penitenciarias necesitan herramientas para realizar evaluaciones y chequeos médicos rigurosos y así asegurar el tratamiento adecuado a reclusos con discapacidad mental.

Artículo 14.- Libertad y seguridad de la persona
183. Recomendación 36. Exigir una supervisión independiente. Cada estado debería crear una agencia independiente para supervisar los derechos de las PCD privadas de libertad en centros de reclusión penitenciaria. 

184. Recomendación 37. Crear oportunidades para que los ciudadanos, en particular los grupos organizados, las propias personas en reclusión, prensa, así como jueces y legisladores, visiten las instalaciones y tengan acceso a la información penitenciaria, bajo la obligación de transparencia de las entidades públicas. 

Artículo 15.- Protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes
185. Recomendación 38. Erradicar de manera inmediata el abuso en el uso de sujeciones físicas así como a través de medicamentos, y como medida excepcional adoptarse bajo los criterios de razonabilidad, proporcionalidad y temporalidad. El personal profesional debe ser capacitado en tratamiento y cuidado necesarios para evitar el uso de sujeciones físicas. Lo anterior puede implicar la contratación de más personal en las instituciones de estancia breve. Las personas que han sufrido tortura con el uso de sistemas de sujeción prolongada tienen el derecho a reparaciones del daño en términos del derecho internacional.

Artículo 16.- Protección contra la explotación, la violencia y el abuso
186. Recomendación 39. Establecer medidas para proteger y supervisar los derechos de los niños y adultos internados en instituciones o que son objeto de tratamiento asistencial. Para ello: a) debe crearse un registro de niños en instituciones. Asimismo tiene que crearse un sistema que dé seguimiento a admisiones, egresos y transferencias entre instituciones, de manera tal que los niños no puedan desaparecer de la sociedad; b) los sistemas de monitoreo y supervisión deben operar de manera independiente a los del sistema de seguridad social; c) los órganos de supervisión deben tener facultades para realizar visitas regulares y sin previo aviso a instituciones y programas; d) deben establecerse programas especializados en género y edad que sean sensibles a las condiciones particulares de niños y mujeres con discapacidad; e) las conclusiones de los informes deben hacerse públicas; f) las personas con discapacidad y sus organizaciones representantes deben recibir entrenamiento y fondos para participar en programas de monitoreo independiente. 

Artículo 19.- Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad
187. Recomendación 40. Crear un sistema de atención comunitaria que permita que las PCD puedan tomar decisiones significativas para vivir en la comunidad con opciones iguales a las de los demás. Como lo exige la CDPD, esta ley debe obligar a los gobiernos federales y locales a implementar estos derechos.

188. Recomendación 41. Elaborar planes integrales para la PCD formen parte de su comunidad. Los planes de reformas en México deben ir acompañados de medidas de acción, programación, presupuesto y evaluación, además que deben identificar las autoridades responsables de su ejecución y supervisión. Los programas de apoyo deberán incluir: a) apoyo para familias con niños con discapacidad y para adultos que decidan continuar viviendo con sus familias; b) educación adecuada en un ambiente que integre a niños con discapacidad; c) apoyo para que adultos vivan de forma independiente, incluyendo vivienda para personas con discapacidad; d) apoyo a los ingresos de forma tal que permitan una vida independiente, humana y decente; e) servicios de salud mental en la comunidad; f) servicios sociales y médicos de carácter comunitario; g) apoyo entre pares, y h) protección de los derechos e incidencia en la comunidad. 

189. Recomendación 42. Los nuevos internamientos de niños en instituciones deben llegar a su fin. Como una estrategia para lograr la plena realización del derecho a la protección de todas las PCD contra la segregación inadecuada de la sociedad, se recomienda dar prioridad a niños con discapacidad. El Estado mexicano debe adoptar una legislación que impida la institucionalización de niños con discapacidad. México debe otorgar la más alta prioridad a la creación de alternativas basadas en la familia en lugar de instituciones.

Artículo 24.- Educación
190. Recomendación 43. Sensibilizar para la inclusión en los programas educativos de las PCD, dirigidos a todos los sectores de la población (desde educación inicial, básica, media, superior) y a través de la capacitación para servidores públicos, tal y como lo establece la Convención y la Ley General.

191. Recomendación 44. Proporcionar capacitación especializada a los profesionales de la educación, de todos los niveles educativos y respecto de todos los tipos de discapacidad, tanto en el ámbito público como en el privado.

192. Recomendación 45. Evaluar las necesidades, así como elaborar y actualizar los planes de acción nacional, estatales y municipales que satisfagan las necesidades básicas en materia de educación para PCD.

Artículo 25.- Salud
193. Recomendación 46. Crear políticas públicas de atención integral para las PCD mental que garanticen su rehabilitación y reintegración social a partir de programas basados en la comunidad, con el propósito de eliminar los tratamientos de institucionalización.

194. Recomendación 47. Garantizar que las PCD tengan acceso a servicios de salud adecuados, de calidad y sin discriminación, tanto en zonas urbanas como rurales y en los ámbitos público y privado.



Artículo 26.- Habilitación y rehabilitación
195. Recomendación 48. Garantizar el suministro público y gratuito de medicamentos y aparatos de última generación para la atención médica de las discapacidades.

196. Recomendación 49. Incluir en la currícula de la formación técnica y profesional afín a la discapacidad, materias que informen y formen profesionistas altamente capacitados para la atención de las discapacidades.

197. Recomendación 50. Capacitar a todos los profesionales de la salud en el trato y alcances de los derechos de las PCD.  

Artículo 27.- Trabajo y empleo
198. Recomendación 51. Regular la actividad del sector privado para promover y supervisar la inclusión laboral efectiva de las PCD. 

199. Recomendación 52. Modificar la Ley Federal del Trabajo para que regule la discriminación, capacitación, ajustes razonables, cuotas mínimas, acciones positivas, obligaciones de los patrones, trabajo supervisado, programas, penalidades y recompensas en un nuevo esquema de inclusión laboral para todas las personas con discapacidad. 

Artículo 29.- Participación en la vida política y pública
200. Recomendación 53. Garantizar la plena participación de las personas con discapacidad en el diseño, implementación y supervisión de políticas públicas, en especial aquéllas destinadas al desarrollo de las PCD.

201. Recomendación 54. Garantizar que las PCD tengan acceso a los espacios de opinión pública debate y toma de decisiones sobre los asuntos de la vida política y pública.

202. Recomendación 55. Garantizar el ejercicio de los derechos políticos a las PCD, particularmente a las PCD mental. 

Artículo 31.- Recopilación de datos y estadísticas
203. Recomendación 56. Elaborar y actualizar de manera periódica y permanente, una base estadística accesible, con información desagregada por tipos de discapacidad –permanente o temporal-, rangos de edad, género y particularizada por disfrute de derechos, situación jurídica, actividad, nivel socioeconómico, origen, lengua, tanto a nivel nacional y por entidad federativa, en zonas urbanas y rurales.

204. Recomendación 57. Obtener cifras reales sobre el número de personas y tipo de discapacidad, de tal forma que el Censo Poblacional incluya las variantes necesarias para ello. 



Artículo 33.- Aplicación y seguimiento nacionales
205. Recomendación 58. Garantizar la efectividad del mecanismo nacional para la protección, promoción y supervisión de la Convención y la participación efectiva, amplia y plural de la sociedad civil y de las PCD.

206. Recomendación 59. Garantizar la participación de las organizaciones que trabajan a favor de las PCD, organizaciones de defensa y promoción de los derechos humanos, academia, expertos independientes, y en particular las PCD, en todos los niveles del proceso de seguimiento y aplicación de la Convención.

207. Recomendación 60. Garantizar que la CNDH convoque y diseñe una matriz de seguimiento que sea la base u homologación de criterios para asegurar que los organismos públicos autónomos de derechos humanos la empleen, así como las autoridades locales en el seguimiento, supervisión y aplicación de la Convención.

RECOMENDACIONES GENERALES
208. Recomendación 61. Elaborar y actualizar periódicamente un listado enunciativo de las discapacidades en el plano nacional y concertado con los instrumentos internacionales en la materia, a fin de diferenciar los tipos de discapacidad y así distinguir con mayor acierto las necesidades y políticas públicas a implementar para las personas que las presentan.

209. Recomendación 62. Prever e implementar medidas afirmativas y compensatorias, efectivas y específicas, que promuevan la no discriminación hacia las personas con discapacidad en todos los ámbitos de su vida, relacionándolos directamente con los derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales.

210. Recomendación 63. Establecer sanciones efectivas y la reparación integral del daño por violación a todos los derechos de las PCD establecidos en la Convención. 
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